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Resumen. El presente trabajo analiza las aportaciones más recientes que desde el análisis

económico se han realizado con la intención de explicar cuáles son los determinantes de

los conflictos armados en la actualidad. Para ello, en una primera parte se repasa cuál ha

sido la intensidad de los conflictos bélicos desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, re-

paso que nos permite concentrar nuestra atención explicativa en los conflictos civiles, con

mucho los más numerosos, así como en los países en vías de desarrollo. En una segunda

sección se documentan las múltiples vías mediante las cuales las guerras civiles afectan a

la capacidad económica de los países. Por último se estudian los principales determinan-

tes económicos de las guerras civiles.
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Abstract. This paper reviews the economic literature aiming at understanding the roots

and causes of civil armed conflicts. In order to do so, the first section shall revise the evo-

lution and intensity of armed conflict since the World War II. This review clearly shows

how civil armed conflicts are, by far, the most common type of conflicts, and how develo-

ping countries are the most common scenario of such conflicts. In a second section we

document the economic implications of civil war for developing countries. Finally we

study the economic determinants of civil war.
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1. Introducción

En el mundo de la Economía es habitual considerar el comercio como una forma de
superación de la violencia1. Un planteamiento que no es exclusivo de esta rama de las
Ciencias Sociales, tal y como se recoge, por ejemplo, en el libro XX del Espíritu de las Le-
yes de Montesquieu (1689-1755), dedicado a las leyes con relación al comercio, donde se
señala que «la paz es el resultado natural del comercio», o «el espíritu del comercio pro-
duce en la mente del hombre cierto sentido de justicia exacta, opuesto […] al robo», o
«En todos los sitios vemos cómo la violencia y la opresión deja paso al comercio basado

*
Este trabajo se presentó, en versión resumida, como ponencia en el I Encuentro sobre Economía Política León 2006.

1
Para un debate sobre el papel civilizador versus destructor de valores del capitalismo véase Hirschman (1982).
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en la economía»2. Desde la Economía, la obtención de bienes o servicios mediante el in-
tercambio voluntario, en vez de mediante la violencia física, el robo y la imposición, se
explicaría por la dificultad de que este último sistema de incrementar la riqueza se pueda
utilizar de forma permanente como fuente de renta, ya que utilizado con excesiva fre-
cuencia podría dar lugar a la desaparición de las fuentes de renta sobre las que se depreda. 

Ello, junto a los costes derivados del ejercicio de la violencia también para el que la ejer-
ce, explicaría, desde este enfoque, la sustitución de la amenaza por el intercambio, y la vio-
lencia por el comercio, y su relegación a una actividad secundaria y esporádica. De hecho,
y aunque se pueden encontrar multitud de ejemplos donde el comercio ha sido antecedido
por la violencia, desde el episodio en 1854 del Comodoro Perry forzando la apertura del
Japón, pasando por las Guerras del Opio (1840-42) o la Colonización de África, en donde
el comercio, aunque fuera sangriento, se entendía como una de las herramientas de civiliza-
ción del continente (the white man’s burden), lo cierto es que más modernamente el co-
mercio se ha entendido en general, incluso desde la óptica de la política, como una herra-
mienta de callar a los «perros de la guerra», algo de lo que la creación de la CECA en 1951
y la CEE en 1957 sería un claro exponente.

Por su parte, el comercio en particular y la actividad productiva en general necesitan
para su desarrollo disfrutar de un contexto de estabilidad y certidumbre jurídica que posi-
bilite la inversión. En caso contrario, esto es, en el caso de que el riesgo de ver arrebatado
por la fuerza el resultado de la actividad productiva sea alto, ésta se limitará sólo a aquellas
actividades con un margen de beneficio muy elevado, que compensen ese mayor riesgo, y
a aquellas otras de mera subsistencia. En palabras de Laiou (2002), en el contexto del resur-
gimiento político de Bizancio en los siglos X y XI, «la mejora de la seguridad dentro de las
fronteras del imperio supuso que los campesinos pudieran cultivar sus campos sin estar so-
metidos a un riesgo constante de que los frutos de su labor fueran apropiados por el ene-
migo y que sus recursos productivos fueran destruidos por razias» (pág. 714). El mecanis-
mo subyacente a este planteamiento es similar al que establecen los parásitos con respecto
a los cuerpos en los que habitan y de los que viven, donde un exceso de absorción de recur-
sos del mismo provocaría la muerte del ser que parasita y consecuentemente la del propio
parásito. Por otra parte, en presencia de riesgo de violencia contra las personas o las cosas,
la sociedad y sus miembros se verán obligados a desviar recursos productivos para la crea-
ción de mecanismos de protección contra las agresiones, ya externas ya internas, a su vida
y hacienda, lo que reducirá la capacidad de la sociedad de generar excedente. La importan-
cia de este factor es tal, que para la nueva historia económica, con las tesis de Douglas C.
North como máximo exponente, el nacimiento del capitalismo estaría íntimamente vincu-
lado con los avances a la hora de garantizar la seguridad jurídica de los agentes económicos
frente a las arbitrariedades del poder político, la depredación y la delincuencia.

Es difícil, por no decir imposible, encontrar ejemplos de países que hayan sido capaces
de prosperar en un contexto de inseguridad jurídica y conflictividad social, mientras que los
períodos de paz y reglas claras de funcionamiento económico, esto es, aquellos en donde la

2
Las citas son de la versión en hipertexto del Espíritu de las Leyes disponible en: http://www.constitution.org/cm/sol.txt



extracción de rentas por parte del poder político se da en un contexto de relativa certidum-
bre (sometida a reglas) normalmente están asociados bien con períodos de bonanza econó-
mica, especialmente cuando tales extracciones no son confiscatorias, bien con períodos de
estancamiento, pero rara vez de decadencia (a no ser por razones exógenas). Parece así que
la paz, entendida de forma amplia como ausencia de violencia contra las cosas y las perso-
nas, no sólo es un bien en sí mismo, sino un bien con profundos beneficios económicos. 

Desde una aproximación global se pueden identificar cuatro vías de ruptura o deterioro
de la seguridad: (1) lo que se puede denominar delincuencia y violencia desestructurada,
esto es, el ejercicio privado de la violencia por parte de un individuo o grupo de individuos
con una finalidad meramente crematística; (2) la violencia estructurada interior desarrollada con
la finalidad de alcanzar el poder político y las ventajas a él asociadas: guerras civiles; (3) la
violencia estructurada entre dos o más países, o violencia estructurada exterior, ya sea con la
finalidad de ampliar el ámbito espacial de ejercicio del poder político y acceder a nuevos re-
cursos económicos, las guerras de territorios o recursos de antaño, ya sea para asegurar las
fronteras; (4) por último existiría una cuarta vía, asociada al terrorismo internacional, enten-
dido como una violencia con una finalidad distinta a las anteriores, y no como una táctica
más en el ejercicio de violencia por una de las causas arriba señaladas. Cada una de estas
rupturas de la paz tiene sus propias causas y efectos sobre la actividad económica, pero to-
das comparten, en mayor o menor medida, el tener una relación dialéctica con el medio eco-
nómico en el sentido de que afectan a la actividad económica: la violencia tiene un coste eco-
nómico importante, y a su vez se ve afectada por ésta, ya que se puede argumentar que algu-
nas de las causas de la violencia se encuentran en el funcionamiento de la economía. 

En las páginas siguientes analizaremos los determinantes económicos de la violencia,
fundamentalmente violencia estructurada interior que, junto con la violencia desestructu-
rada, son las dos formas de violencia dominantes en el mundo actual. La limitación de
nuestro análisis a esta cuestión tiene un fundamento básicamente de espacio, ya que el aná-
lisis que de ambos tipos de violencia se hace desde la Economía comparte muchos elemen-
tos, al tiempo que en la práctica una y otra forma de violencia se encuentran íntimamente
ligadas, al menos en los países en vías de desarrollo. Por un lado, es frecuente que tras la re-
solución de los conflictos armados se produzca en los países afectados por ellos, especial-
mente en el caso de guerras civiles, un aumento de la violencia desestructurada, tanto por el
deterioro de las restricciones morales a la realización de actos violentos derivado de la gue-
rra3, como por problemas asociados a la desmovilización de combatientes, en muchos ca-
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3
Un ejemplo de ello es el caso de los «niños soldados» que tristemente han protagonizado muchos conflictos ci-

viles en África, notablemente el que desde 1987 tiene lugar en la región del norte de Uganda, habitada por los

Acholi, desencadenado por el Lord’s Resistance Army, LRA, con una estrategia de secuestro temporal o perma-

nente de niños y jóvenes. De acuerdo con un informe del Survey of War Affected Youth (SWAY), de abril de

2006, un 78% de los secuestrados había sido testigo de un asesinato, el 63% había sido golpeado duramente,

al 58% se le había obligado a robar, el 20% había sido obligado a matar a un desconocido y el 8%, a matar a un

familiar o amigo. El temor a estas razias ha hecho que al caer la tarde caravanas de niños entre 3 y 17 años, co-

nocidos como night commuters, recorran distancias de hasta 20 kilómetros hacia pueblos seguros para pernoc-

tar en ellos libres de las acciones del LRA. 



sos sin una inserción económica fácil en la vida civil. Un caso paradigmático de ello es El
Salvador, donde tras el fin de una cruenta guerra civil que duró doce años la tasa de homi-
cidios pasó de 72 por cada cien mil habitantes en 1990 a 139 en 1995 (Cruz, Trigueros y
González, 2000).

Desde otra aproximación Mueller (2003) defiende que muchas guerras modernas se
parecen más a acciones de delincuencia desestructurada, de pillaje y saqueo por grupos
irregulares, que a las guerras tradicionales donde los ejércitos en contienda intentan con-
trolar mediante instituciones propias los territorios que conquistaban. De este modo,
Mueller distingue entre «guerra criminal» y «guerra disciplinada», donde la primera esta-
ría protagonizada por mercenarios en el caso de conflictos tradicionales y por «señores de
la guerra» en el caso de guerras no convencionales, y se caracterizarían por el recurso a
bandas de delincuentes, la baja intensidad de las mismas, el menor interés en el fin de la
contienda, desde el momento en que ésta se convierte en su forma de vida, y los ataques a
civiles (de los que obtienen botín). Aunque Mueller defiende que muchas de las contien-
das de las últimas décadas pueden entenderse en estos términos mejor que en términos de
guerras convencionales, esa falta de demarcación clara entre delincuencia y guerra tam-
bién se ha dado en otros momentos históricos; en palabras de Tilly (1990): «En una época
de soberanía fuertemente fragmentada […] Las diferencias entre soldados, bandidos, pi-
ratas, rebeldes y nobles cumpliendo con su obligación se difuminaban en un continuo de
acciones coercitivas» (pág. 184), o en palabras de Braudel (1966): «Detrás de la piratería
de los mares se encontraban las ciudades y las ciudades estado […] detrás del bandidaje,
esa piratería terrestre, estaba la ayuda continua de los aristócratas» (págs. 88-9).

Como paso previo al análisis de los determinantes económicos de los conflictos civi-
les que ocupará la sección 3 de este artículo, la sección 2 se dedicará a presentar algunas
cifras sobre la intensidad de la violencia estructurada en el mundo actual y se comenta-
rán algunos trabajos que intentan acotar sus efectos económicos. Por último, en la sec-
ción 4 se resumirán las principales conclusiones alcanzadas a la luz de las cuales se pre-
sentarán algunas propuestas de política económica.

2. Evolución e intensidad de la violencia estructurada
Siguiendo con la clasificación desarrollada más arriba, y centrándonos en la violencia

estructurada, ya sea de carácter interno o externo, de acuerdo con la State Failure Task
Force del Centre for International Development and Conflict Management (Gráfico 1),
desde 1955 hasta 2001 se produjeron 135 episodios consolidados de fallo o hundimiento
del Estado, incluyendo 119 guerras étnicas o políticas, y 36 episodios de genocidio o «po-
liticidio» junto con algo más de un centenar de episodios de cambio violento y regresivo
de régimen, lo que nos da una idea de la cotidianidad de este tipo de acontecimientos, es-
pecialmente en regiones como África subsahariana que supone el 32% de los casos4.
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Una cotidianidad que, en ningún caso, es exclusiva de esta región y este momento de la historia. Como apunta

Tilly (1990) refiriéndose a la Europa de los siglos XVI y XVII, «no merece la pena preguntarse cuándo estaban los

estados en guerra, ya que la mayor parte de los estados estaban en guerra continuamente» (1990, pág. 184).



Aunque, como señala Marshall (2001), las estimaciones de muertes derivadas de con-
flictos violentos no son sólo inexactas y poco fiables, sino que «trivializan y distorsionan
el impacto de la guerra sobre los sistemas sociales, viola los supuestos estadísticos, y ha-
cen una gran injusticia a los análisis completos y humanísticos de la guerra» (pág. 5), esta
información es un elemento importante para entender la magnitud y evolución de los
conflictos armados. En conjunto, desde el fin de la Segunda Guerra Mundial, los casi 400
conflictos violentos considerados, prácticamente en su totalidad localizados en países
menos desarrollados, provocaron un mínimo de 24 millones de muertes (Marshall y
Gurr, 2005). Desde una aproximación  temporal, en el Gráfico 2 se recoge un indicador
del número de muertes relacionadas con combates de los distintos conflictos violentos
que se han producido desde 1946 hasta 2002, entendiendo por éstas las bajas, ya sean ci-
viles o militares, derivadas de los combates, y por lo tanto dejando fuera las resultantes
del ejercicio de la violencia generalizada por parte de uno de los contendientes (como el
genocidio de Ruanda) y el resto de muertes asociadas al hundimiento de las infraestruc-
turas sanitarias, reducción de las posibilidades de subsistencia de la población y aumento
de la violencia que acompañan a los conflictos armados5. A pesar de ello, esta variable,
como señalan Lacina y Gleditsch (2005), ofrece una medida más ajustada de la escala y
capacidad de los ejércitos contendientes, y por lo tanto refleja la intensidad del conflicto
(aunque no de la catástrofe).  El Gráfico 2 recoge tanto la persistencia de los conflictos
durante la segunda mitad de la pasada centuria, y su coste en términos de vidas humanas,
como la relativa desaceleración de éste tras el final de la guerra fría.

La primera conclusión que se obtiene del Gráfico 2 es que, contra lo que a veces pu-
diera parecer de la lectura de la prensa, las bajas en combate de las distintas guerras acti-
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5
Un ejemplo de la diferencia entre las víctimas directas de un conflicto bélico y las víctimas totales se puede en-

contrar, para el caso de la 2.ª guerra de Irak, en Burnham et al. (2006)
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Gráfico 1. Casos de «fallo» de Estado por tipo de acontecimiento (1955-2001)

Fuente: Goldstone et al. (2000) y  SFTF revisión 2001.



vas a comienzos del siglo XXI son significativamente menores que en cualquier otro mo-
mento de la segunda mitad del siglo XX. Sin embargo, esta conclusión, siendo válida,
puede dar una imagen distorsionada de la realidad, ya que la tendencia decreciente en la
intensidad de los conflictos recogida en el gráfico obedece a la existencia de 5 grandes
conflictos armados (Las guerras de Vietnam, Corea, Irán-Irak, Afganistán y la guerra ci-
vil China) que explican los picos más altos de la gráfica. Cuando representamos la evolu-
ción de las muertes en combate descontando estos cinco conflictos el resultado obteni-
do, en términos de tendencia, es menos alentador (Gráfico 3), observándose la ausencia
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Gráfico 2. Muertos en combate 1946-2002 sin los cinco principales conflictos bélicos

Fuente: Lacina y Gleditsch (2005), pág. 156.
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Gráfico 2. Muertos en combate 1946-2002 (principales conflictos en los recuadros)

Fuente: Lacina y Gleditsch (2005), pág. 154.
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de tendencia alguna, con un perfil muy inestable en cuanto al número de muertos. La
guerra de Sudán y la guerra de Irak (con alrededor de 600.000 muertes por causas violen-
tas según estimación de Roberts et al., 2006), no incluidas en el gráfico, harían elevarse
otra vez la línea de muertes en combate desde los valores anormalmente bajos de 2002.

Por último, y con la finalidad de ofrecer un análisis más completo del número e in-
tensidad de los conflictos violentos del último medio siglo, en el Gráfico 3 se recoge el
índice de magnitud total de conflictos violentos construido por Monty Marshall (2001)
a partir de una categorización de los conflictos de 1 a 10, donde la categoría más alta co-
rrespondería al exterminio y aniquilación sistemática y a la destrucción indiscriminada
de recursos, y la más baja a la violencia política esporádica, con objetivos difusos o mal
definidos y haciendo uso de una tecnología de bajo nivel. De acuerdo con esta clasifica-
ción en el período contemplado no se habría producido ningún conflicto con intensi-
dad superior a 7, que correspondería a lo que Marshall denomina guerra generalizada,
donde los recursos, sin embargo, son limitados de forma que la continuidad del esfuer-
zo bélico depende de apoyo exterior (Vietnam, 1985-75, Afganistán, 1978- ?, o Ruanda,
1999), serían ejemplos de este tipo de nivel de conflicto). El índice total obtenido es el
resultado de la suma de los índices de cada conflicto. Como se puede apreciar, hasta
1990 existe un aumento constante de la intensidad de conflictos violentos, mientras que
desde entonces se produce una abrupta caída, tanto en las guerras interestatales (las me-
nos frecuentes desde la Segunda Guerra Mundial), como en los conflictos internos. En
lo que a estos últimos se refiere, mientras que en el período 1996-1990 había 40 conflictos
de autodeterminación en marcha, en el período 2000-04 la cifra se había reducido a 25
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Fuente: Marshall y Gurr, 2005, pág. 11.
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(Marshall y Gurr, 2005, pág. 25). Como tendencias negativas, destacan la extensión de
la violencia en los países musulmanes, el legado de sociedades debilitadas tras muchos
años de contienda o el «sobrante» de personal y material militar derivado de las mis-
mas, que en muchas ocasiones se destina hacia actividades de violencia desestructurada.

Si nos limitamos a las guerras civiles, sobre las que nos centraremos en estas páginas
por ser las cuantitativamente más importantes, Fearon y Laitlin (2002) contabilizan en
el período 1945-99 un total de 122 guerras civiles (13 de ellas coloniales). Según el crite-
rio de demarcación utilizado por estos autores, para que un conflicto violento sea con-
siderado como guerra civil es necesario que cumpla las siguientes condiciones: más de
mil bajas directas, más una media anual de 100 bajas y un mínimo de 100 bajas entre
ambos bandos. De acuerdo con este criterio, el período analizado experimentó una tasa
de estallidos de guerras civiles de 2,2 por año, mientras que la tasa de resolución de con-
flictos se situaba en 1,8, lo que implica el aumento del número de conflictos activos. Si-
multáneamente la duración media de los mismos pasa de dos años en 1947 a 15 en 1999.
Este resultado es coherente con las conclusiones alcanzadas por Collier et al. (2004) so-
bre los determinantes de la duración de los conflictos civiles, sobre las que volveremos
más adelante, en el sentido de que las posibilidades de alcanzar la paz en los conflictos
activos en las dos últimas décadas del siglo pasado serían más bajas que en las décadas
precedentes.

Como elemento de comparación, para situar los conflictos armados en el contexto
más amplio de violencia desestructurada, de acuerdo con la séptima oleada del Survey
on Crime Trends and the Operations of Criminal Justice Systems6, y concentrándonos
en los homicidios, que por sus características se consideran el tipo de delito más com-
pletamente recogido por este tipo de estadísticas7 (además de ser el de unas consecuen-
cias en términos de bienestar más elevadas) en 2000 en los 71 países para los que se dis-
pone de información se registraron cerca de 200.000 homicidios. Si bien las tasas son
muy diferentes entre países, yendo de los 0,5 por cada 100.000 habitantes de Japón o
Arabia Saudita a los 88 de Swazilandia o los 62 de Colombia. Entre los países con ma-
yor índice de criminalidad destacan varios de América Latina.

3. Los costes de los conflictos armados
Las dificultades de medición de la intensidad de los conflictos armados y la violen-

cia, ya sea estructurada o desestructurada, palidecen cuando lo que se pretende medir es
su coste. Y ello porque a las carencias de información se le suma la necesidad de acudir
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6
Disponible en http://www.unodc.org/unodc/crime_cicp_survey_seventh.html

7
Tampoco en lo que se refiere a la violencia desestructurada es fácil disponer de datos. En este caso se cuenta

con dos tipos distintos de fuentes, aquéllas derivadas de los sistemas de seguridad, policía y sistema judicial, de

cada país, y las obtenidas directamente mediante encuestas de víctimas, ambas con problemas significativos.

Las primeras se enfrentan al problema de que no todos los delitos se denuncian a las autoridades, mientras que

las segundas sólo están disponibles para un número limitado de países, 45 en el caso de la tercera oleada del

International Crime Victim Survey ICVS, de los que sólo 14 eran países menos desarrollados. En todo caso, a la

hora de utilizar estos datos, especialmente en los países menos desarrollados, es importante ser cautelosos ya

que la tasa de denuncia de los delitos en estos países es significativamente menor (Soares, 2003).



a métodos poco satisfactorios para estimar el impacto de las pérdidas de ella derivada.
El ejemplo más claro de ello, pero no el único, es el método de estimación del valor de
la vida utilizado habitualmente en los análisis económicos, consistente en calcular el va-
lor actual de los ingresos futuros que la persona fallecida habría obtenido a lo largo de
su vida laboral, algo que inevitablemente conduce a obtener valores muy distintos se-
gún el país de residencia y el tipo de trabajo de la persona cuyo valor de la vida se pre-
tende estimar. En todo caso, este tipo de ejercicios es útil aunque sólo sea para conocer
el orden de magnitud de los costes asociados a la violencia. 

Un listado de los costes en términos de sus implicaciones sobre el desarrollo econó-
mico de la guerra civil incluiría, al menos, los siguientes:
a) Destrucción del capital físico y de las infraestructuras del país, tanto por acciones

deliberadas (destrucción de puentes, por ejemplo), como resultado de la desapari-
ción de las labores de mantenimiento de las mismas. Por ejemplo, se estima (Brück,
2001) que la guerra civil de Mozambique mantenida durante casi 20 años entre el
Gobierno y la RENAMO supuso la destrucción de alrededor del 40% de capital
fijo de los sectores de agricultura, comunicaciones y administración. A finales de
1989, poco antes del fin de la contienda, más de la mitad de las escuelas primarias ha-
bían sido cerradas como consecuencia de la guerra, un ejemplo de la estrategia de
desestabilización de la RENAMO dirigida a la destrucción de la infraestructura so-
cial (Hanlon, 1991, pág. 41). En Sudán, de acuerdo con Johnson (2003), era habitual
que el ejército gubernamental destruyera las infraestructuras (pozos, escuelas, dis-
pensarios, etc.) de aquellos pueblos que no podían mantener bajo su control. Una
estrategia similar se ha observado más recientemente en la región de Darfur en este
mismo país como mecanismo para forzar el desplazamiento de la población civil.

b) Destrucción del capital natural: minado de tierras que dificulta la actividad agrícola,
deforestación (agente naranja en Vietnam), exterminio de fauna (casos de Uganda o
Mozambique), contaminación radioactiva y por petróleo (Irak).

c) Congelación de la inversión, incluyendo en muchos casos la inversión rutinaria de
sustitución. Imai y Weinstein (2000) estiman que cuando una guerra civil llega a afec-
tar a la mitad del territorio nacional, la caída de la inversión supera los cuatro puntos
porcentuales. Aunque referidas a la delincuencia común, los resultados de las encues-
tas del Banco Mundial sobre clima de inversión sirven también para hacerse una idea
del efecto que la inseguridad tiene sobre la inversión. Según estas encuestas más de un
50% de las empresas de todas las regiones consideran que el crimen es un fuerte obstá-
culo para el desarrollo de sus actividades. En concreto, el porcentaje de empresas que
identificaban el crimen como una restricción importante o muy importante al desem-
peño de su actividad alcanzaba el 37% en Nigeria, el 50% en Zambia, el 70% en Kenia
y el 80% en Guatemala. En Jamaica 2/3 partes de las empresas encuestadas declararon
haber sido objeto de algún tipo de robo, con un coste estimado para las PYME del 9%
de sus ingresos8.
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d) Fuga de capitales y caída en la tasa de ahorro. De acuerdo con el análisis de Collier
et al. (2002), el país menos desarrollado, PMD, representativo mantenía un 9% de
su riqueza privada en el exterior, al término de una guerra civil esta magnitud había
subido hasta el 20%, un resultado que los propios autores califican de conservador,
y que no se frena al finalizar la contienda, ya que la fuga de capitales se mantiene (al-
canzando un 26%) hasta que no se recupera la certidumbre sobre el futuro del país.

e) Desviación de recursos productivos hacia actividades de destrucción, con lo que se
amplifica el impacto negativo de la desviación de recursos sobre el crecimiento del
PIB: en situación de paz el PMD representativo dedica alrededor del 2,8 % del PIB a
gastos de defensa, mientras que en situación de guerra civil este porcentaje pasa al 5%
(Collier et al., 2003, pág. 14). De acuerdo con las simulaciones de Knight, Loayza y
Villanueva (1996), esta desviación añadida de recursos hacia actividades bélicas, de
mantenerse durante un período de siete años (la duración media de los conflictos civi-
les), provocaría una caída permanente del PIB de alrededor del 2%. En la medida en
que los grupos rebeldes también desvían recursos (no contemplados en la estimación
anterior) hacia actividades bélicas, el impacto final será considerablemente superior.
Por otra parte, es posible que parte del aumento de los presupuestos de defensa se
mantenga una vez terminada la contienda, afectando negativamente al crecimiento in-
cluso una vez acabada la guerra. De ser así, a este efecto negativo habría que sumarle,
de acuerdo con Collier y Hoeffler (2004b) el hecho de  que este aumento de gasto mi-
litar, lejos de reducir la probabilidad de reactivación del conflicto, estaría señalizando a
los rebeldes la falta de intención del Gobierno de cumplir los acuerdos suscritos para
acabarlo, facilitando por lo tanto su reactivación9. 

En lo que se refiere al peso relativo de los ejércitos con respecto a la población
total de los países, no parece que exista una relación clara entre grado de desarrollo
(medido mediante el PIB per capita) y grado de militarización, entendido como la
relación militares-población total (el coeficiente de correlación es 0,06). La tasa me-
dia mundial de soldados por mil habitantes es de 3,15, y como se puede apreciar en
el Cuadro 1 la situación de los países en los distintos tramos de gasto no muestra
ningún patrón claro en términos de PIB per capita. Sí parece existir una cierta, aun-
que muy ligera, correlación negativa entre tamaño de la población y grado de milita-
rización (coeficiente de correlación de -0,16), como si los países grandes necesitaran
ejércitos más pequeños (con relación a su población) para considerarse seguros10.
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Si el aumento de gasto en defensa va unido a un aumento del peso de los militares en las actividades de gobier-

no, ello, además, derivaría en un aumento del riesgo de conflicto, ya que, de acuerdo a los resultados alcanza-

dos por Sechser (2004), los Estados con un fuerte control civil son menos propensos a activar acciones milita-

res que aquéllos dirigidos por militares. Este resultado iría en contra de la creencia de que los militares, conoce-

dores de primera mano de los sinsabores y el drama de la guerra, son más cautos que los civiles a la hora de

decidir entrar en guerra.
10

Un claro ejemplo de lo anterior es Grecia, un país de 11 millones, con una tasa de militarización del 16%, la

más alta de Europa, y Turquía, su tradicional enemigo, con 71 millones de habitantes y una tasa de militariza-

ción del 7%, con todo la segunda más alta de Europa.



Este indicador refleja, sin embargo, cómo los países situados en zonas tradicional-
mente conflictivas, como Oriente Medio, tienen unas tasas de militarización más
elevadas, con el consiguiente efecto presupuestario11.

f) Desequilibrios macroeconómicos: déficit público, inflación y aumento del desempleo.
Los Gobiernos en época de guerra suelen acudir a los controles de precios para evitar la
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Un análisis de la relación entre tamaño del ejército y riesgo de conflicto se puede encontrar en Hegre y Samba-

nis (2006).

tm > 40 20 < tm < 30 10 < tm < 20 5 <  tm < 10 tm < 2

Corea del  Norte Israel Armenia Albania Argentina

Eritrea Bahrein Arabia Saudita Bangladesh

Chipre Argelia Brasil

Chad Azerbaiyán C. Rica

EAU Bielorrusia Canadá

Grecia Bostwana China

Guinea Bissau Burundi Costa de Marfil

Jordania Bután Filipinas

Corea Camboya Gambia

Líbano EEUU Ghana

Libia Egipto Guinea

Omán Finlandia Honduras

Singapur Kuwait India

Siria Laos Indonesia

Macedonia Jamaica

Malta Japón

Marruecos Kenia

Noruega Lesotho

R. Checa Luxemburgo

Rusia Madagascar

Ruanda Malawi

Serbia y Montenegro Malí

Seychelles México

Turquía Moldavia

Uruguay Mozambique

Vietnam Níger

Nigeria

Papúa

RCA

Senegal 

Sudáfrica

Suiza

Tanzania

Tayikistán 

Timor Este

Togo

Zambia

Fuente: World Bank (2006), Child Soldiers Report 2004 y elaboración propia. 

Cuadro 1. Países de acuerdo a su tasa de militarización, tm (militares/población x 1.000)



aparición de inflación, si bien estos controles rara vez son efectivos, dando lugar a la apa-
rición de mercado negro y la reducción de la base impositiva. Por otra parte, si el esfuer-
zo bélico se financia mediante endeudamiento, el peso del conflicto sobre la economía
trascenderá a la duración del conflicto mediante un aumento de la carga de la deuda.

g) Aumento de la tasa de mortalidad, tanto directamente como resultado del conflicto,
como indirectamente producto del deterioro de las condiciones sanitarias y de sub-
sistencia asociado al mismo. La imposibilidad de muchas personas de continuar con
sus actividades de mercado o de subsistencia, y el hundimiento de los servicios pú-
blicos sociales y las redes comunales derivan en la aparición de hambrunas y enfer-
medades. En lo que a esto respecta hay que señalar que a finales del siglo XX la ma-
yoría de las víctimas de las guerras (cerca del 90% de acuerdo con Cairns, 1997),
eran civiles, a diferencia de los conflictos militares de principios de siglo. De acuer-
do con estimaciones aportadas por Lancina y Gleditsch (2005), las muertes en com-
bate supusieron entre el 12-16% de las 150.000-200.000 muertes de la guerra de Li-
beria (1989-96), entre el 15 y el 29% de las 0,5-1 millón de muertes de la guerra de
Mozambique (1976-1992), pero menos de un 2% de 1,5 millones de muertes de la
guerra de Angola (1975-2002) o el 3 % de los dos millones de muertes derivadas de
la guerra de Sudán. A modo de ejemplo, según estimaciones de Coghlan et al. (2006)
la mayor parte de las 3,9 millones de muertes asociadas a la guerra de la República
Democrática del Congo (1998-2004) se debieron a enfermedades fácilmente preve-
nibles y tratables y no a la violencia.

h) Movimientos internos –desplazados– o externos –refugiados– de población. Estos
movimientos son en muchos casos el resultado de una estrategia deliberada de los
contendientes para reducir la capacidad de resistencia de sus enemigos12. Las impli-
caciones de este tipo de procesos son múltiples y van desde la pérdida de capital so-
cial al deterioro del capital físico y ambiental de las zonas despobladas, hasta el au-
mento de las enfermedades de transmisión sexual y de otro tipo, asociadas las pri-
meras a la violencia sexual que en determinados casos abunda en los campos de refu-
giados. Junto a este tipo de desplazamientos, los conflictos aceleran la emigración
(que en algunos casos se anticipa al propio conflicto), lo que deriva en una pérdida
de capital humano.

i) Aumento de la incidencia de enfermedades en general (e infectocontagiosas como el
SIDA en particular) según los combatientes13 van marcando nuevas vías de expan-
sión de la enfermedad, tanto en el proceso de conquista de nuevas áreas (con las se-
cuelas de violaciones que normalmente acompañan este tipo de acciones), como
después de su desmovilización tras el fin del conflicto y su regreso a las zonas rura-
les de las que provienen muchos de los combatientes, que hasta su regreso estaban
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Sobre esta cuestión véase Azam y Hoeffler (2002).
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La prevalencia del SIDA entre los militares es normalmente muy elevada, llegando al 40-60% en Angola y la Re-

pública Democrática del Congo, al 61% en Sierra Leona, al 27% en Uganda y al 6,5% en Camboya (Collier et

al., 2003, pág. 27).



relativamente libres de SIDA. En Ruanda, la tasa de prevalencia del SIDA en zonas
rurales pasó del 1% antes del conflicto (1994) al 17% en 1997; de acuerdo con otra
fuente, la Asociación de Mujeres Violadas del Genocidio, el 67% de las mujeres que
sobrevivieron a las violaciones eran seropositivas14. Asimismo se produce un rebro-
te de enfermedades por interrupción de programas sanitarios (campañas de vacuna-
ción, malaria, etc.)15 o debido al traslado de gran cantidad de población (desplazados
y refugiados) por zonas insalubres16. Al efecto sobre la salud de la destrucción de
infraestructura sanitaria hay que sumarle el impacto sobre la reducción de la activi-
dad económica y el desvío de fondos públicos hacia las actividades bélicas en dete-
rioro de las prestaciones sanitarias básicas.

j) Según estimaciones de las Naciones Unidas, alrededor de 300.000 niños y adoles-
centes por debajo de los 18 años de edad forman parte de unidades implicadas direc-
tamente en combates o han sido desmovilizados recientemente, lo que supone alre-
dedor del 10% de los combatientes. Entre 30.000 y 50.000 niños soldados participan
en los diversos conflictos abiertos en el Congo, lo que casi supone un tercio de to-
dos los combatientes, en Sudán se calcula que son 100.000 los implicados en las más
de dos décadas de guerra civil. En Myanmar (Birmania) se estima en 75.000 el núme-
ro de niños soldados en el ejército y los distintos movimientos armados, en Irán al-
rededor de 100.000 niños lucharon y murieron en la guerra contra Irak17, en Sierra
Leona hasta el 80% de los combatientes del RUF eran niños entre 7 y 14 años (Save
the Children, 2000). Además de las razones éticas y morales existentes para limitar a
los 18 años la edad de conscripción, el uso de soldados niños y adolescentes tiene
otras implicaciones importantes en términos de ruptura del proceso educativo, des-
gajamiento de sus comunidades de origen y problemas de convivencia familiar (en
países donde las relaciones de parentesco son vitales para la inserción social), pro-
blemas de adaptación en general a la vida civil y reducción de los ingresos18.

k) Redistribución de la renta, normalmente a favor de actividades de búsqueda de ren-
tas y en contra de actividades productivas. A diferencia de lo que a menudo se seña-
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Violence against women and HIV/AIDS: Critical Intersections. Information Bulletin Series, Number 2. The Global

Coalition on Women and AIDS. WHO (2005).
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De acuerdo con el estudio de Garfield et al. (2002), de la comparación de la evolución de los casos de malaria

en las regiones nicaragüenses más y menos afectadas por la guerra de 1983 a 1985, en las 8 regiones más

afectadas los casos aumentaron un 17% con respecto a la media 1974-82, mientras que en las 8 menos afec-

tadas se redujeron en un 62%. 
16

En lo que a esto respecta, Montalvo y Reynal-Querol (2004) no encuentran esta misma relación cuando el des-

plazamiento de población responde a la existencia de sequías y hambrunas, lo que se explicaría tanto por la

menor permanencia de este tipo de refugiados en los campos de refugiados, como por la utilización de vías

convencionales de comunicación para acceder a los mismos, con menor presencia de mosquitos, que la huida

campo a través, característica de los movimientos de población en situación de conflicto.
17

World Bank (2006), pág. 181.
18

En palabras de un informe sobre los niños soldados abducidos del LRA de Uganda: «el secuestro, al reducir el

tiempo en el colegio y en el trabajo, y acarrear en algunos casos daños físicos y trauma tiene un impacto a largo

plazo sobre sus posibilidades en el mercado de trabajo» afectando tanto a sus ingresos (un 24% más bajos

como media), como a su carrera profesional (Annan, Blatman y Horton, 2006, pág. 44).



la, para algunos agentes económicos la guerra es una actividad perfectamente «racio-
nal», al suponer la aparición de oportunidades de negocio, ya sea mediante el saqueo
y el robo, mediante la intermediación, facilitando el acceso a la explotación de recur-
sos otrora fuera de su alcance, explotando el tipo de mercados que florecen en las
contiendas bélicas: armamento, uniformes, etc., u operando en los mercados negros
y de contrabando que los acompañan. También económicamente la guerra tiene ga-
nadores y perdedores. Gran parte de estos efectos se mantienen en el tiempo una
vez acabados los conflictos: el cese de hostilidades no supone una vuelta a empezar,
sino que está documentada la existencia de un efecto resaca que actúa perpetuando
gran parte de los efectos negativos (como mayores tasas de mortandad) durante un
número significativo de años.

l) Junto con la reducción de la activad económica las guerras suelen ir acompañadas de
un cambio en las posibilidades y fuentes de subsistencia de la población. En lo que a
esto respecta, Stewart y FitzGerald (2001) señalan que los conflictos armados deri-
van en una reducción de las actividades de mercado y un aumento de las actividades
de subsistencia, fruto de la incertidumbre y la escasez de inputs productivos en el
mercado, junto con la propia desaparición de muchos mercados por problemas de
transporte e inseguridad, con un impacto negativo sobre la productividad. En
Uganda, por ejemplo, la economía de subsistencia pasó del 20 al 36% durante la
guerra. 

El impacto agregado de todos estos efectos sobre el bienestar, el PIB y el crecimien-
to económico de los países en conflicto es, sin duda, no sólo negativo, sino que alcanza
una dimensión significativa, hasta merecer el calificativo de «desarrollo a la inversa»
(Collier et al. 2003). Sin embargo, se puede argumentar que en la medida en que la gue-
rra dé paso a la recuperación, y que el capital destruido sea repuesto por capital que in-
corpore una tecnología más avanzada, la posguerra puede estar asociada a tasas de cre-
cimiento más elevadas de las que se habrían alcanzado en ausencia de ese shock bélico.
Asimismo, siguiendo el análisis de Olson (1982) de la acción colectiva, si la guerra sirve
para desplazar a las élites dominantes que frenaban por interés propio el proceso de
crecimiento (con la reasignación de recursos y la redistribución de rentas que conlleva),
entonces los conflictos civiles podrían dar lugar a una sociedad más dinámica, con me-
nos ataduras derivadas de los intereses del establishment. Por las dos vías se alcanzaría
por lo tanto un crecimiento superior tras la contienda, aunque las cadenas de transmi-
sión serían distintas: la reposición del capital destruido por un lado, y el cambio en las
instituciones de gobierno por otro. Por ello, al evaluar el efecto de la guerra sobre el
desarrollo económico es importante distinguir tres plazos distintos: el impacto inme-
diato durante el tiempo de conflicto, el efecto sobre el crecimiento a corto plazo y el
efecto sobre el crecimiento a largo plazo.

Existen distintas estrategias para estimar los efectos de los conflictos civiles. La primera
de ellas consiste en expresar en términos monetarios cada uno de los costes relatados en el
listado anterior y proceder a su suma. Este sistema, basado en la contabilización directa,
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exige cierto respaldo teórico para proceder a estimar los efectos indirectos de los cambios
económicos derivados de la contienda, pero sigue un enfoque fundamentalmente contable.
Alternativamente, se puede optar por la utilización de modelos econométricos agregados
con los que estimar el impacto que los conflictos armados tienen dentro de un conjunto de
variables cuyo efecto sobre el crecimiento económico está más o menos fundamentado
teóricamente. Un tercer sistema se basa en la comparación de la evolución del país con la hi-
potética (por contrafactual) senda de crecimiento que habría seguido dicho país en ausencia
de guerra, obtenida ésta por comparación con países similares, asumiendo que el país hubie-
ra mantenido una tendencia similar a la existente con anterioridad al conflicto, etc.

Aunque en la literatura preocupada por estimar los determinantes del crecimiento,
algunos trabajos, como el de Barro (1991), incorporan variables que recogen la existen-
cia de conflictos civiles de mayor o menor grado, desde guerra civil a inestabilidad polí-
tica, no se puede decir que abunden los trabajos que hayan intentado calibrar de forma
específica el efecto que las guerras civiles tienen sobre los procesos de crecimiento.

Uno de los primeros y más citados trabajos sobre esta cuestión es el de Collier
(1999), a partir de una muestra de 92 países, 19 de los cuales había sufrido una guerra ci-
vil. Según sus estimaciones, los países con conflictos civiles crecerían alrededor de 2,2
puntos por debajo de lo que habrían crecido en situación de paz, lo cual, para una dura-
ción media de 7 años de conflicto supone que al finalizar éste su PIB es un 15% más bajo
(y su tasa de pobreza absoluta un 30% superior), mientras que la pérdida acumulada de
renta equivaldría al 60% del PIB19. En esta misma línea Hoeffler y Reynal-Querol
(2003) obtienen, utilizando una muestra ampliada a 211 países de los cuales 78 sufrieron
alguna guerra durante el período 1960-99, un resultado similar: una caída en el crecimiento
medio de 2,4%. Desde una aproximación distinta, basada en un modelo de crecimiento de
corte neoclásico, Murdoch y Sandler (2002) estudian el efecto de las guerras civiles sobre
el crecimiento, tanto a corto a como a largo plazo. Según sus cálculos, el efecto sería ne-
gativo e importante a corto plazo, pero no a largo plazo, resultado que interpretan en
términos de que la guerra no afectaría a los factores fundamentales de crecimiento, de
forma que tras la contienda el PIB sería inferior pero, de acuerdo con la tendencia a la
convergencia esperable en los modelos neoclásicos de crecimiento, su tasa de crecimien-
to sería mayor, de forma que a largo plazo se recuperarían los niveles de renta, quedando
inalterada la tasa de crecimiento de equilibrio en el largo plazo. La diferenciación entre
corto y medio plazo es importante, ya que es la que permite contrastar si una vez recu-
perado el capital e infraestructuras destruido en la contienda el país o los países implica-
dos sufren algún handicap añadido en su proceso de crecimiento20.
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Estos resultados son cuestionados, en su magnitud, por Imai y Weinstein (2000), apéndice B, autores que con

la misma metodología obtienen resultados sensiblemente inferiores.
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Organski y Kugler (1977) en un artículo dedicado al impacto de las dos grandes guerras sobre el poder de los

Estados (medido éste mediante el PIB) defienden la hipótesis de ausencia de impacto en el largo plazo, conoci-

da con el atractivo título de Factor Phoenix. Los autores argumentan que el impacto de las contiendas fue sola-

mente temporal, ya que a largo plazo no afectó a la relación de poder entre los países implicados, independien-

temente de su posición como vencedores o vencidos: «Estamos tentados a sugerir que los resultados de la gue-

rra, en lo que se refiere al poder internacional, no tienen efecto alguno», pág. 1365.



Utilizando una metodología distinta, basada en la comparación del crecimiento de
los países en guerra con el crecimiento medio de las regiones en las que se sitúan, Ste-
wart y FitzGerald (2001) obtienen unos resultados, recogidos en el Cuadro 2, que
muestran efectos muy dispares entre países, con caídas muy significativas del PIB para
Irak o Nicaragua, junto con pérdidas menos importantes en Uganda o Sudán. En todo
caso, en la medida en que los conflictos civiles de un país afecten negativamente tam-
bién a la región en la que se sitúan, este método tenderá a infravalorar el impacto de las
guerras civiles sobre el crecimiento económico. En efecto, de acuerdo con las estima-
ciones de Collier et al. (2003), tener un conflicto en un país vecino reduce el crecimien-
to del país en alrededor de 0,5 puntos porcentuales. Este efecto se manifiesta por diver-
sas vías, entre las que destaca la interrupción del comercio internacional, especialmente
grave en el caso de países sin salida al mar, como Zimbabwe, país que durante la guerra
de Mozambique se vio forzado a destacar combatientes para proteger el corredor ferro-
viario de Beira (Mozambique), su principal salida al mar y una de sus principales vías de
exportación. Este conflicto también supuso que se duplicaran los costes de transporte
de Malawi. De igual modo la llegada masiva de refugiados puede suponer un coste im-
portante para los países  limítrofes a las zonas de conflicto, tanto en términos económi-
cos (aumento local de la inflación), como ecológicos, sociales y sanitarios. Los resulta-
dos obtenidos por Murdoch y Sandler (2002) también respaldan la existencia de un
fuerte efecto contagio a los países limítrofes, tanto mayor cuanto mayor sea el número
de bajas asociado al conflicto y su duración.

En todo caso, como señala Fearon (2004), estas estimaciones adolecen de varios pro-
blemas tanto de calidad de los datos utilizados, como de diversidad de las experiencias
de desarrollo, que hace que las mismas deban ser tomadas con todas las cautelas. En
cuanto a lo primero, muy posiblemente el análisis sufra de autoselección, en el sentido
de que para los países más castigados por los conflictos, Somalia, por ejemplo, no se
disponga de datos y por lo tanto queden automáticamente fuera del análisis o que, de
incorporarse, se haga con unos datos de peor calidad que la ya de por sí baja calidad de
los datos estadísticos de muchos de los países menos desarrollados. Todo ello nos lleva
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Fuente: Stewart y FitzGerald (2001), pág. 7.

País Pérdida acumulada de País Pérdida acumulada

renta como % del PIB de 1995 de renta como % del PIB de 1995

Angola 1,48 Sudán 0,5

Etiopía 3,95 Uganda 0,5

Liberia 1,56 El Salvador 5,67

Mozambique 2,83 Nicaragua 13,5

Sierra Leona 1,47 Irán 10,99

Somalia 1,72 Irak 48,06

Cuadro 2. Pérdidas acumuladas de PIB en países en guerra.



a pensar que muy probablemente los resultados subestimen el coste de la guerra en tér-
minos de crecimiento21.

En segundo lugar, Fearon llama la atención sobre la distinta naturaleza de las gue-
rras civiles y sobre el distinto momento en las que éstas se desatan en términos de la si-
tuación económica del país, distinguiendo tres tipologías: por un lado existen países en
los que la guerra se da tras un proceso más o menos largo de recesión y caída del PIB,
en segundo lugar estarían países para los que la guerra sería tan sólo un episodio que in-
terrumpe temporalmente su proceso de crecimiento, por último tendríamos países para
los que la guerra sería periférica a su actividad económica, no alterando de forma im-
portante su trayectoria. En el Gráfico 4 se recogen los casos de Liberia, Ruanda y Ma-
rruecos que sirven como ejemplos de tres tipos distintos de interrelación entre situa-
ción económica y guerra. 

Pues bien, cuando se realizan análisis globales del impacto de la guerra en la econo-
mía de los países que la padecen, muy probablemente se esté agregando casos muy he-
terogéneos que en conjunto debiliten el efecto. En el caso I la guerra probablemente sea
un elemento más del proceso de deterioro económico. En el caso II, si la guerra no afec-
ta a las instituciones, no tiene por qué haber ningún problema para retomar la senda de
crecimiento, una vez repuesto el capital destruido que, a mayores, será relativamente
poco en países poco desarrollados y por lo tanto con pocas infraestructuras y dotación
de capital (en especial en el caso de guerras poco intensivas en capital). Por último, las
guerras periféricas probablemente afectarán de forma significativa a la región donde se
desarrollen, pero no necesariamente al resto del país. Si la región afectada además es re-
lativamente atrasada, su impacto agregado sobre la economía será poco significativo.
Este planteamiento sería coherente con los resultados obtenidos por Stewart y FitzGe-
rald (2001) referentes a la diversidad de impacto económico de las guerras según países. 

La necesidad de plantear el análisis del efecto de la guerra sobre el crecimiento en un
contexto que tenga en cuenta los diferentes tipos de países también es planteada por
Koubi (2005), que defiende la conveniencia de estudiar la relación entre guerra y creci-
miento económico condicionada no sólo a las características de los países en conflicto, à
la Fearon, sino también a las características de la guerra, entendiendo por éstas el grado
de destrucción –representado por el número de bajas–, la duración –recogido por el nú-
mero de meses de contienda– y su intensidad –reflejada en el número de bajas por mes
de guerra–. Cuando se investiga el peso de las variables que caracterizan la intensidad de
la guerra (la muestra incluye guerras intra e inter-estatales) en una ecuación al uso de
determinantes del crecimiento, todas las variables (en especificaciones distintas) apare-
cen como significativas y con signo negativo, aunque cuando se consideran sólo las
guerras inter-estatales desaparece la significatividad estadística de la variable guerra, lo
que indicaría que son las guerras civiles las que tienen un mayor impacto negativo sobre
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Esta posición es compartida, por ejemplo, por Barro y Lee (1994), que tras estudiar el efecto de las guerras so-

bre el crecimiento económico a partir de una muestra amplia de países y obtener que el efecto de éstas sobre el

crecimiento no es significativo, interpretan los resultados en términos de baja calidad de los datos.
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Fuente: WDI (2006), Collier y Sambanis (2005) y elaboración propia.
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Gráfico 4. Tipos de relación entre situación económica y guerra

Evolución del PIB per cápita en Marruecos: guerra «periférica».

Evolución del PIB per cápita en Ruanda: interrupción de la trayectoria.

Evolución del PIB per cápita en Liberia: el deterioro económico antecede al conflicto.
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el crecimiento. Sin embargo, cuando con la finalidad de identificar la causalidad22 de la
relación se analiza el impacto de haber sufrido una guerra en el período 1960-74 sobre
el crecimiento en los 15 años siguientes (1975-89), el resultado cambia, ya que ahora el
grado de destrucción aparece relacionado positivamente con el crecimiento futuro, lo
que lleva al autor a defender que las guerras más destructivas conducirían, paradójica-
mente, a mayores tasas de crecimiento futuro.

En todo caso, e independientemente de la intensidad del efecto económico negativo
de las guerras civiles sobre los procesos de desarrollo, se podría argumentar que quizá
la guerra sea un mal necesario para acabar con una situación social insostenible para la
población e inaugurar una nueva etapa de prosperidad económica, una posición en línea
con los planteamientos de Olson (1982) y los resultados obtenidos por Koubi (2005) en
lo que se refiere al crecimiento económico. Desafortunadamente, según los resultados
obtenidos por Hoefler y Reynal-Querol (2003) a partir de datos de desempeño econó-
mico, democracia y libertades civiles, éste no parece ser el caso, ya que, salvo excepcio-
nes, las guerras civiles no suponen un cambio a mejor, sino un retroceso en la medida en
que tras los conflictos las economías son más inestables, las políticas estructurales me-
nos favorables al crecimiento, la política social menos inclusiva, el sector público fun-
ciona peor y se produce una caída en los índices de calidad democrática de las institu-
ciones. Como señalan estas autoras, el «dividendo de la paz» está muy lejos de ser un
dividendo automático tras la terminación de la contienda.

De los trabajos revisados en esta sección se obtiene una conclusión clara y varios in-
terrogantes. La primera es el alto coste que los conflictos civiles tienen sobre la pobla-
ción y las economías de los países que las padecen. Aun teniendo en cuenta las fuertes
diferencias existentes entre las estimaciones de tales costes para los (pocos) países para
los que se ha estimado, el coste en términos de PIB es muy elevado, especialmente si te-
nemos en cuenta que nos referimos a economías poco desarrolladas con niveles de PIB
per capita en muchos casos no muy superiores a los niveles de subsistencia. 

Los resultados son también claros en lo que se refiere a su impacto negativo sobre el
crecimiento económico a corto plazo, siendo éste tanto más intenso cuanto más larga e
intensa es la contienda. En lo que se refiere al largo plazo, los resultados son diversos, e
irían desde los que apoyan la tesis de la guerra como catarsis que facilita el cambio ins-
titucional, la renovación técnica y un mayor crecimiento en el largo plazo, a los que
consideran que tales cambios, de producirse,  rara vez son a mejor. 

4. Los determinantes económicos de la violencia estructurada

La violencia estructurada incluye situaciones de ruptura de la paz social, o el statu
quo social, de distinta intensidad que irían desde la existencia de continuas e intensas
disrupciones violentas del normal funcionamiento de la sociedad (ya por parte de los

Desigualdad, violencia y desarrollo. La Economía Política de los conflictos civiles armados

23principios
Nº 9/2007

22
La existencia de una relación negativa contemporánea entre guerra y crecimiento se puede interpretar tanto en

términos de que los países con menor crecimiento son más proclives a sufrir conflictos armados, como en tér-

minos de que los países con guerras crecen menos.



agentes implicados en el objetivo de cambio social, ya por parte de las fuerzas policiales
o militares responsables del mantenimiento del statu quo) hasta la guerra civil abierta.
El conflicto social aparecería cuando dos o más grupos de la sociedad con diferentes
objetivos y/o identidades se enfrentan a la hora de desarrollar una agenda mutuamente
excluyente, por canales distintos a los normalmente establecidos para dilucidar este tipo
de diferencias (parlamento, elecciones, etc.). Por utilizar dos ejemplos, la conflictividad
social de Bolivia en 2005 en un extremo y Sri-Lanka en guerra civil abierta de 1975 a
2001 y en una cada vez más precaria situación de alto en fuego desde entonces, en otro,
serían dos ejemplos de conflicto social de distinta intensidad. La conflictividad social,
por lo tanto, forma un continuo que va desde la violencia política esporádica a la guerra
abierta, ya entre países, ya dentro de un mismo país, y a su vez, ésta puede ser de muy
distinta intensidad. Sin embargo, la mayor parte de la literatura sobre los determinantes
económicos de los conflictos armados se ha centrado en el estudio de las guerras civiles,
definidas según criterios no siempre homogéneos (Sambanis, 2004), con los inconve-
nientes que ello supone a la hora de comparar resultados entre distintas investigaciones.
Ello se debe a dos razones: primero, como se ha visto en la sección 2, las guerras civiles
conforman la mayor parte de las guerras de la segunda mitad del siglo XX (aunque en la
época de la guerra fría fueran en muchos casos guerras por delegación de las potencias
mundiales)23. En segundo lugar, porque a igualdad de intensidad es razonable pensar
que los costes derivados de las guerras civiles son mayores; tanto psicológicos y de re-
conciliación (de lo que es un ejemplo la guerra civil española), como materiales, ya que
la destrucción sufrida por ambos bandos recae en un mismo país.

Hasta hace relativamente poco el análisis de los factores determinantes de la conflic-
tividad social era campo casi exclusivo de la Sociología y la Ciencia Política, donde el
conflicto aparece como uno de los elementos centrales del cambio social. Por contra, la
Economía, centrada en el mundo de los intercambios voluntarios poco tenía que decir
sobre estas cuestiones. Esta situación, sin embargo, habría cambiado recientemente. La
nueva literatura de los determinantes económicos del conflicto comparte dos caracterís-
ticas: en primer lugar, al igual que ocurrió anteriormente con el análisis económico del
crimen (Becker, 1968), se aplica el principio de individualismo metodológico y el su-
puesto de homo oeconomicus, en el estudio de los conflictos civiles. En palabras de
Grossman (1999), en las insurrecciones «los insurgentes no se distinguen de los bandi-
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De acuerdo con la definición de guerra interestatal del Correlates of War Project (dos o más naciones implicadas

y 1.000 bajas militares en combate) entre 1982 y 1991 hubo cuatro guerras interestatales (Guerra de las Malvi-

nas entre Argentina y Reino Unido, Guerra Chino-vietnamita y Guerra Sirio-israelí, en 1987, y la I Guerra del Gol-

fo, 1990-91) y seis desde el final de la guerra fría (Armenia y Azerbaiyán, 1992-95; Etiopía y Eritrea, 1998-2000,

Congo 1998-2000, Guerra de Kargil entre India y Pakistán, 1999, guerra de Afganistán, 2001, y II Guerra del Gol-

fo, 2003-?). Sin embargo, el número de Disputas Interestatales Militarizadas (DIM) ha sido mucho más elevado,

con una media de 31,5 disputas por año en el período 1992-2001, similar a la media de la segunda mitad del si-

glo XX (30), con lo que no se puede decir que el menor número de conflictos abiertos sea resultado de la reduc-

ción de la conflictividad interestatal, ya que en términos potenciales ésta sigue siendo alta. Como elemento posi-

tivo, parece que la intensidad de las disputas en la última década ha sido menor, en la medida en que en la últi-

ma década han sido más frecuentes las demostraciones de fuerza que su uso (Goshn y Palmer, 2003).



dos o piratas» (pág. 269); su motivación sería así la maximización de su utilidad indivi-
dual, y el cálculo económico de los costes y los beneficios derivados de una rebelión se-
ría lo que en última instancia informaría las decisiones de aquéllos con capacidad para
activar la guerra. En segundo lugar, este tipo de trabajos habitualmente cuenta con una
vertiente empírica en la que se contrasta, fundamentalmente mediante técnicas econo-
métricas, aunque más recientemente también mediante el análisis de casos, el peso que
toda una amplia lista de variables tiene en las probabilidades de que un país se vea en-
vuelto en una guerra civil. Esta estrategia permite delimitar las variables cruciales a la
hora de explicar el estallido de guerras civiles, aunque ha sido criticada por la depen-
dencia de los resultados obtenidos tanto de la especificación de los modelos, como de
los criterios utilizados para definir un conflicto armado como «guerra civil», y de la ca-
lidad (escasa) de los datos (Sambanis, 2004).

Esta posición alternativa se recoge de forma clara en una inusual cita para un docu-
mento del Banco Mundial, el World Development Report de 2007, que se hace eco de las
palabras de Trostky señalando que «la mera existencia de privaciones no es suficiente para
provocar una insurrección; si así fuera, las masas estarían siempre rebelándose» (pág. 166).
Basta con estar mínimamente familiarizado con la historia de la humanidad y las circuns-
tancias que marcan la existencia de un porcentaje nada despreciable de población mundial
(el 21% de la población de los países en desarrollo y el 46% de la población de los países
del África subsahariana viven con ingresos inferiores al dólar diario24), para saber que no
se rebelan quienes tienen motivos para ello, sino los que pueden. Por otra parte, la lucha
por la supervivencia deja muy poco espacio para la rebelión (Popkin, 1979). La oportuni-
dad y no la existencia de una causa cobraría así protagonismo como determinante alterna-
tivo de los conflictos armados. 

Una lectura esquemática del comportamiento del homo oeconomicus nos diría que la
motivación del conflicto estaría en el saqueo o acceso a riqueza y renta (el greed de la li-
teratura anglosajona) mediante la conquista del Estado y el consiguiente control de los
recursos públicos, incluyendo la ayuda al desarrollo. Alternativamente, desde una
aproximación más amplia se puede pensar que son las injusticias o los agravios (grie-
vance) los que estarán detrás de la activación de las guerras civiles. En todo caso, ya sea
por avaricia o agravio, como le gusta señalar a la literatura sobre la materia, en ambos
casos tendrán que cumplirse determinadas condiciones para que los conflictos civiles se
puedan materializar y mantenerse activos a lo largo de los siete años que duran como
media (Collier et al. 2003).  En el Cuadro 3 se recoge un esquema de este planteamien-
to que conformaría el modelo canónico del análisis económico de los conflictos civiles.

4.1 El papel de las desigualdades

Las desigualdades, ya sea en términos de participación en la renta o en la propiedad
de la tierra (variable muy relacionada con la distribución de la renta en los PMD donde
la agricultura tiene un peso elevado en el PIB), y el acceso a los servicios públicos, por

Desigualdad, violencia y desarrollo. La Economía Política de los conflictos civiles armados

25principios
Nº 9/2007

24
Estimaciones actualizadas por el Banco Mundial a diciembre de 2004.



razones de clase, grupo étnico o localización geográfica, son un claro factor a conside-
rar cuando se analizan los elementos que podrían desencadenar conflictos civiles dentro
de una comunidad desde la perspectiva de los agravios como fuente de violencia. Desde
esta aproximación, la desigualdad podría sentar las bases de una futura rebelión y justi-
ficarla. Ésta es la conclusión a la que llega MacCulloch (2005) del análisis de corte trans-
versal de datos de encuesta sobre preferencias por una revolución, según el cual cuando
la desigualdad es alta el apoyo hipotético a una revolución es sensiblemente mayor.
Algo especialmente probable si esa desigual distribución de la renta se da en un contex-
to de bajo o nulo crecimiento. Por otra parte, en la medida en que la desigualdad en la
distribución de la renta genere inestabilidad sociopolítica, y puesto que es muy proba-
ble que ésta afecte negativamente a la inversión (Alesina y Perotti, 1996), la desigualdad
influiría negativamente sobre el crecimiento económico (del que la inversión es uno de
los motores principales), con lo que ambas variables se reforzarían.

La desigualdad como factor de conflicto social ha tenido, sin embargo, una presen-
cia errática en la literatura teórica sobre las causas de la guerra civil. Así, como apunta
Cramer (2001), la desigualdad ha pasado de ser un factor desincentivador de la rebelión,
a ser un factor que podría estar en sus orígenes, para por último pasar a ser considerado
un elemento irrelevante para explicar los conflictos civiles. En un primer trabajo sobre
esta cuestión, Paul Collier, el principal exponente de lo que podemos denominar la
Economía Política de las Guerras Civiles, defendía que «la mayor desigualdad reducía
significativamente el riesgo y duración de la guerra» (Collier y Hoeffler, 1996, pág. 7),
conclusión que fundamentaba en un modelo en el que la mayor desigualdad, y por lo
tanto la existencia de una élite con fuertes intereses en el mantenimiento del statu quo,
era interpretada por los posibles rebeldes en términos que, de desatarse el conflicto, el
Gobierno podría contar con el apoyo de la élite, vía mayores impuestos, para mantener
el esfuerzo bélico, lo que reduciría sus posibilidades de éxito, y por lo tanto las proba-
bilidades de rebelión. Posteriormente, en un trabajo publicado en 1998, los mismos au-
tores defendían que la desigualdad no tiene un efecto importante sobre el riesgo de con-
flicto social, posición que Collier mantiene en un trabajo publicado en 2000: «la des-
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Beneficios Costes

• Acceso a rentas

• Eliminación de agravios

- Desigualdad social y económica

- Desigualdad «étnica»

- Desigualdad espacial

• Coste de oportunidad

• Coste directo

- Poder del Estado

- Factores tecnológicos

- Facilidad de reclutamiento

- Facilidad de financiación

- Diáspora

- Geografía

- Densidad de población

Cuadro 3. Un modelo general de determinantes de conflictos civiles



igualdad, ya sea de renta o de activos, no tiene efectos discernibles [sobre la probabili-
dad de conflicto civil]» (pág. 7), y que reafirma en Collier y Hoeffler (2000). Por el con-
trario, y de forma paradójica, una vez desatado el conflicto, su duración sí dependería,
según estos autores, de la desigualdad: a más desigualdad mayor duración (Collier, Ho-
effler y Söderbom, 2003). 

Este resultado es cuestionado por Cramer (2001), que señala tanto la debilidad de
las estadísticas sobre distribución de la renta disponibles, como los problemas deriva-
dos de utilizar medidas de distribución unidimensionales (ya sea de renta, ya de pro-
piedad de la tierra) y fuera del contexto social específico de cada país. Así, por ejem-
plo, la tolerancia frente a la desigualdad es muy distinta si existe cierta movilidad social
(el efecto túnel de Albert Hirschman), o si la movilidad es nula; también lo es en fun-
ción de la ideología dominante (EEUU versus Europa), del grado de conocimiento de
la misma, etc., lo que puede explicar que los mismos niveles de desigualdad arrojen ni-
veles muy distintos de conflictividad. Por otra parte, como apunta Humphreys (2003),
es muy posible que no sólo se estén utilizando datos de mala calidad, sino también in-
dicadores incorrectos de desigualdad. Normalmente la desigualdad considerada en
este tipo de análisis es de tipo vertical, entre individuos, y no de tipo horizontal, entre
colectivos diferenciados, grupos étnicos o zonas geográficas. El caso de la rebelión za-
patista en el Estado de Chiapas, en México, sería un  ejemplo de la importancia de este
último tipo de desigualdad. Abundando en este tipo de planteamiento, Azam y Koi-
dou (2002) defienden que es precisamente la política de redistribución del Sur al Nor-
te practicada por Félix Houphouët-Boigny, presidente de Costa de Marfil desde la in-
dependencia del país en 1960 hasta su muerte en 1993, lo que habría mantenido a este
país al margen de los conflictos que han plagado África Occidental en los últimos
tiempos25. 

En Collier y Sambanis (2005) se intenta dar cabida a algunas de estas críticas, desa-
rrollando un modelo más amplio donde los agravios estén representados por un con-
junto mayor de variables, desde la diversidad étnica y religiosa, hasta la democracia (los
regímenes represivos pueden ser fuente de agravios), el tiempo transcurrido desde el úl-
timo conflicto (existencia de heridas abiertas) y la desigualdad personal y de tenencia de
la tierra. Los resultados arrojan una capacidad explicativa del modelo bastante baja
(pseudos R2 de 0,17 o más bajos), y no significatividad estadística de las variables de
desigualdad. Sólo el grado de fraccionamiento étnico (de lo que hablaremos más ade-
lante), el grado de democracia y el tiempo transcurrido desde el último conflicto apare-
cen como variables significativas. Esta última variable, por cierto, se interpreta no en
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Tras su muerte la situación de Costa de Marfil entró en un proceso de deterioro con todos los ingredientes de

este tipo de situaciones en África: caída de los precios mundiales del principal producto de exportación (el ca-

cao), presencia de un elevado porcentaje de población inmigrante de Burkina Faso (el 26%), desempleo urba-

no, los problemas de transición a la democracia de un país tras 33 años de gobierno personalista y varios inten-

tos de golpes de Estado, que culminaron con el estallido de una guerra civil en 2002. En la actualidad el país se

encuentra dividido de facto entre el Norte, controlado por las fuerzas rebeldes (Forces Nouvelles, FN), y el Sur,

bajo control gubernamental, con tropas francesas y de la ECOMOG patrullando la zona de división.



términos de agravios pasados todavía vivos, sino en términos de la existencia de un ca-
pital de destrucción disponible.

Se puede decir que, a fecha de hoy, existe cierto consenso en la escasa importancia de
la variable desigualdad para explicar la activación de las guerras civiles; como ejemplo
de ello baste señalar que en un importante trabajo de Hegre y Sambanis (2006) sobre la
sensibilidad de los análisis econométricos de los determinantes de las guerras civiles a
las fuentes de datos utilizadas y a la especificación de los modelos, de las 88 variables
consideradas (agrupadas en 18 categorías), ninguna se refería directamente a la distribu-
ción de la renta.

Como contrapunto a estos resultados, Nazfziger y Auvinen (1997), en su análisis de
los determinantes de las emergencias humanitarias, concepto más amplio que el de gue-
rras civiles que estudia Collier, concluyen que los altos niveles de desigualdad son uno
de los factores que aumentan la vulnerabilidad de los países a las emergencias humani-
tarias. Estos mismos autores, en un documento posterior (2001), en el que hacen uso
de estadísticas de distribución mejoradas, obtienen resultados más sólidos a propósito de
la relación entre desigualdad y conflicto, incluso cuando la economía está creciendo, no
sólo porque la distribución del crecimiento puede ser espacialmente desigual exacer-
bando los agravios de las regiones históricamente discriminadas, sino también porque
el propio crecimiento puede crear expectativas que, de no cumplirse, deriven en con-
flicto abierto. Si ésta fuera la variable significativa, la desigualdad con respecto al grupo
de referencia, el mismo grado de desigualdad observada podría generar agravios de dis-
tinta intensidad (y por lo tanto incentivar la rebelión en distinto grado) en función de
cuál sea el grupo de referencia de la población en los estratos más bajos de renta o en las
regiones más pobres, algo subjetivo y por lo tanto difícil de hacer operativo con los ins-
trumentos y estadísticas al uso. Este planteamiento podría conducir a resultados para-
dójicos, como que un mayor grado de desigualdad generará un menor conflicto en la
medida que esa mayor desigualdad fuera menos visible (Nagel, 1974).

Como conclusión, y aunque la literatura dominante parece haber descartado la desi-
gualdad del elenco de factores explicativos de los conflictos, creo que debido tanto a las
deficiencias de las estadísticas de desigualdad, como a la posibilidad de que sean otras
formas de desigualdad (horizontal o entre grupos o zonas del país) las verdaderamente
relevantes para explicar la activación de conflicto, es razonable pensar que el caso está
todavía abierto, no pudiéndose por ello descartar esta variable del elenco de determi-
nantes del conflicto. Un ejemplo de ello lo aporta BeaÇon (2005), que tras analizar los
determinantes de la violencia (incluyendo distintas intensidades y tipos) obtiene que la
desigualdad es un factor que claramente contribuye a la activación de las rebeliones,
mientras que tiene un peso menor en los conflictos étnicos, en los que paradójicamente
la mayor igualdad de renta puede contribuir a la aparición de conflictos siempre que no
se habiliten canales para la eliminación de otras desigualdades vigentes que garanticen la
inclusión de todos los grupos en las instituciones de gobierno. Por último, la desigualdad
no sería significativa a la hora de explicar los genocidios. En todo caso, la desigualdad sería
un factor que contribuyendo al conflicto, no lo explicaría, ya que harían falta que se
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cumplieran otras muchas condiciones para que éste se activara, entre ellas la posibilidad
de organizar a los descontentos (Mueller et al. 1985) y movilizar los recursos mínimos
para poner en marcha el conflicto.  

4.2 Nivel de renta y guerra civil

El nivel de renta es la segunda variable a considerar en este repaso de los determi-
nantes de la guerra civil. En este caso, la relación es mucho menos polémica, ya que to-
dos los estudios (Nafzinger y Auvinen, 1997 y 2001, Collier y Hoeffler, 2004 o Hegre y
Sambanis, 2006, por ejemplo) apuntan a que cuanto mayor es el PIB per capita de un
país, menor es su probabilidad de verse envuelto en una guerra civil. Más aún, el impac-
to de la renta per capita sobre la probabilidad de activación de una guerra civil es muy
significativo: a partir de la explotación de Humphreys (2003) de las estimaciones de Co-
llier y Hoeffler (2002), un país con una renta per capita de 250$ tiene el doble de proba-
bilidades de verse envuelto en una guerra civil que otro con una renta de 600$, y la pro-
babilidad se reduce a la mitad de ésta si su renta es de 1.250$. Esta relación, sin embar-
go, puede obedecer a muchos factores, no habiéndose explorado totalmente cuáles de
ellos son los principales responsables de la misma. Así, los primeros trabajos (Collier y
Hoeffler, 1998) interpretaron esta relación en términos de que cuanto mayor es la renta,
mayor es también el coste de oportunidad de la rebelión. Este planteamiento, que pue-
de ser válido en sociedades con bajos niveles de desigualdad donde, por lo tanto, todo el
mundo tiene algo que perder, ya sea mucho o poco, no lo sería tanto en presencia de
una distribución muy desigual de la renta y por lo tanto con un grupo suficientemente
numeroso y pobre cuyo coste de oportunidad sería prácticamente nulo. Una formula-
ción posterior de esta relación por parte de estos autores (Collier, Hoeffler Rohner,
2006) replantea la misma en términos del efecto del crecimiento sobre la demanda de
trabajo, y la mayor dificultad de reclutar a soldados por parte de los grupos rebeldes en
situaciones de crecimiento de la demanda de trabajo. Por el contrario, en situación de
crisis, incorporarse a una rebelión puede ser una opción más atractiva (planteamiento
este que, sin embargo, no sería aplicable a las guerrillas que basan su operación en el re-
clutamiento forzoso). También es posible que la causación sea la inversa, esto es, que
los países ricos lo fueran por haberse visto libres de conflicto en el pasado.

Por otra parte, el estancamiento económico puede forzar a las élites gobernantes a
aumentar su tasa de depredación económica so pena de que se rompan las coaliciones y
apoyos que les permiten mantenerse en el poder, lo que a su vez puede provocar revuel-
tas y conflictividad social que, en el más que probable caso de que se intenten atajar me-
diante la represión violenta, podrían sentar las bases para una escalada del conflicto. En
palabras de Nafzinger y Auvinen (2001): «el crecimiento negativo de la renta per cápita
interactúa con la depredación política en una espiral negativa, como atestiguan países
como Angola, Etiopía, Sudán, Somalia, Liberia, Sierra Leona y Zaire (Congo)» (pág. 7).
Alternativamente, Fearon y Laitlin (2002)  defienden que la relación negativa entre ren-
ta per capita y conflictos civiles se explicaría por la mayor capacidad administrativa, mi-
litar y de mantenimiento de orden público de los países con rentas más elevadas, así
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como sus mejores comunicaciones y mayor presencia de las instituciones del Estado en
todo su territorio. Por último, puede que no se hayan considerado todas las variables
determinantes del conflicto y que la relación entre PIB y guerra civil sea espuria. En
todo caso, este resultado indica que aquellas políticas que generen crecimiento también
contribuirán a alejar el peligro de conflicto. Como cautela hay que señalar que en el
caso de que el crecimiento se concentrara en algunas regiones y generara el empobreci-
miento relativo o absoluto de otras, su efecto podría verse compensado por el impacto
negativo potencial del aumento de la desigualdad. Este resultado indica que una estrate-
gia de reducción de la probabilidad de conflicto sería concentrar los esfuerzos de desa-
rrollo en aquellos países de menor renta (a los que parece dirigirse la reciente estrategia
de condonación de deuda promovida por el G8 a instancias de Tony Blair). Si esta in-
terpretación fuera correcta, la lucha contra la desigualdad externa –de ámbito mundial–
sería así una estrategia de prevención de conflictos. En esta línea, los trabajos de An-
yanwu (2002) o de Collier y Hoeffler (2002) indican que la alta presencia de conflictos
bélicos en África, su desgraciada especificidad en esta área, estaría relacionada por enci-
ma de otros factores, con su comportamiento económico especialmente negativo en las
últimas décadas: la economía africana, con un crecimiento del PIB per capita entre 1973
y 1998 de 0,01, estuvo prácticamente estancada durante el último cuarto del siglo pasa-
do, en contraste con el período anterior, 1950-73, en donde tuvo un crecimiento del
2.07%26. África, especialmente al sur del Sahara, también sobresale por acumular el ma-
yor índice de Estados fallidos de los cinco continentes27.

4.3 La diversidad etnolingüística como fuente de conflicto

Otro factor tradicionalmente considerado en los análisis de las causas de la guerra
civil es la diversidad etnolingüística del país. En lo que a esto respecta, y a modo de cau-
tela, lo primero que hay que señalar es que parece haber consenso en que las identida-
des étnicas son construcciones sociales, altamente maleables (Chandra, 2001), y no ca-
tegorías inmutables y objetivas que se puedan definir al margen del contexto social e
histórico en el que se encuadran. Esa maleabilidad del propio concepto de etnia o grupo
como algo diferenciador «del otro», hace difícil, en presencia de correlación entre di-
versidad etnolingüística y conflicto civil, desentrañar si la causalidad va de ésta a aquél,
o viceversa. Numerosos estudios de caso han confirmado que la diversidad étnica es
utilizada frecuentemente de forma oportunista por las partes implicadas en los conflic-
tos civiles para justificarlos y aumentar su magnitud e intensidad, sin que ello signifique
que tal diferencia estuviera necesariamente en el origen del conflicto, que se explicaría
por otros factores. Estas dificultades obviamente se reflejan en la construcción de los
índices de diversidad étnica, y por lo tanto deben ser tenidas en cuenta a la hora de eva-
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luar los resultados28. No es así de extrañar que exista diversidad de opiniones relativas a
las implicaciones económicas de la existencia de diversidad etnolingüística y su papel en
la génesis de los conflictos civiles. Easterly y Levine  (1997) defienden que la diversidad
etnolingüística, medida como la probabilidad de que dos individuos de un mismo país
elegidos de forma aleatoria pertenezcan a grupos etnolingüísticos distintos, es un factor
importante a la hora de explicar la tasa de crecimiento del país: pasar de homogeneidad
absoluta a heterogeneneidad máxima implica una pérdida de crecimiento de 2,3 puntos
porcentuales, pero no encuentran relación entre esta variable y la inestabilidad política.
Por su parte, Collier y Hoeffler (1998) consideran que la relación entre ambas variables
no es lineal, sino de tipo cuadrático, de forma que la probabilidad de conflicto sería baja
tanto para aquellos países homogéneos como para aquellos otros con un alto nivel de
diversidad etnolingüista, mientras que sería más elevada para aquéllos con un grado in-
termedio de fragmentación. En un índice de 1 a 100, donde el valor máximo significa
que cada individuo pertenece a un grupo etnolingüístico distinto, el riesgo máximo de
conflicto se alcanzaría según estos autores para un valor de 38, que estaría asociado, por
ejemplo, con una situación en la que hubiera dos grupos distintos de tamaño similar.
Las sociedades polarizadas tendrían según sus estimaciones una probabilidad de guerra
civil un 50% mayor que las sociedades o muy fragmentadas o muy homogéneas, un  re-
sultado que los autores achacan a las dificultades de coordinación existentes en socieda-
des muy fragmentadas. Otros trabajos posteriores (Collier y Sambanis, 200529, Hegre y
Sambanis, 200630 o Fearon y Laitlin, 2002) confirmarían esta posición. De ahí el interés
que tiene profundizar en el conocimiento de las razones que explican que las coalicio-
nes políticas y las relaciones de clientelismo se organicen en clave étnica en unos países
más que en otros (Fearon, 2004b).

Otros autores (Reynal-Querol, 2002), utilizando índices de polarización resaltan,
para el subconjunto de guerras civiles étnicas (por contraposición a las guerras ideoló-
gicas o revolucionarias), la importancia que tienen las divisiones de tipo religioso (por
encima de la étnicas) en la explicación del conflicto civil, aunque su efecto final depende
en gran medida del tipo de instituciones políticas existentes en el país. El último trabajo
de Collier, Hoeffler y Ronher (2006), con una nueva base de datos ampliada a 208 paí-
ses y 84 guerras civiles, sitúa de nuevo a estos autores en la órbita de los defensores de la
existencia de una relación directa entre lo que los autores denominan «fragmentación
social» (el producto del índice de fraccionamiento étnico y el índice de fragmentación
religiosas) y el riesgo de conflicto: multiplicar por dos el índice de fragmentación social
aumenta el riesgo de conflicto del 4,7 al 7%. Este cambio es especialmente relevante
para los países del África subsahariana con un alto índice de diversidad étnica.

Desigualdad, violencia y desarrollo. La Economía Política de los conflictos civiles armados

31principios
Nº 9/2007

28
Un análisis de los problemas asociados a la utilización del concepto de etnicidad y su traducción a índices de

diversidad o fragmentación étnica se puede encontrar en Green (2004). Sobre la correlación entre distintos ín-

dices véase Alesina et al., (2003).
29

De las cuatro variables de tensión étnica y religiosa (fraccionamiento religioso y étnico, polarización étnica y do-

minancia) incorporadas en un estudio de determinantes de la guerra civil a partir de una muestra de 850 obser-

vaciones años/países, con 59 guerras, sólo la primera de las variables es estadísticamente significativa al 10%.
30
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En todo caso, el grado de diversidad étnica sí tendría efecto, como ocurriera con la
desigualdad, en la duración de los conflictos. Según Collier, Hoeffler y Söderbom
(2004) cuando las guerras tienen lugar en sociedades moderadamente fragmentadas (en
términos étnicos), esto es, con valores alrededor de 50 en una escala de 0 a 100 (lo que
equivaldría a un país con dos o tres grupos étnicos grandes) duran más, en comparación
con sociedades con índices mayores o menores. Una posible interpretación es que la
existencia de un número reducido de grupos aumenta la cohesión de las fuerzas rebel-
des (el caso extremo serían sólo dos: el Gobierno y los rebeldes). Fearon (2004c) obtie-
ne también una relación positiva entre fragmentación étnica y duración de los conflic-
tos civiles, que sin embargo asocia al recurso a la guerra de guerrillas en las confronta-
ciones étnicas y a la mayor duración de las guerras caracterizadas por este tipo de tácti-
cas frente a las asociadas con enfrentamientos entre dos ejércitos regulares. La asocia-
ción entre la división en función de etnias y lo que el autor llama las «guerras de los hi-
jos de la tierra», que tendrían su origen en conflictos entre población agrícola local e in-
migrantes (a menudo con apoyo gubernamental) por el uso de la tierra, y con una diná-
mica que haría difícil alcanzar acuerdos entre las partes implicadas, explicaría también
esa correlación entre etnia y duración de los conflictos armados. 

Independientemente de la existencia o no de una relación directa entre diversidad
étnica y conflicto, la diversidad o fraccionamiento etnolingüístico y religioso puede te-
ner un efecto indirecto negativo sobre la probabilidad de guerra civil mediante el im-
pacto negativo que la mayor parte de trabajos que se han ocupado del tema han encon-
trado entre comportamiento económico y diversidad étnica (Easterly y Levine,  1997,
Alesina et al., 2003 o Montalvo y Reynal-Querol, 2005)31. El menor crecimiento del
PIB en sociedades con alta diversidad étnica incidiría por la vía de un menor PIB per ca-
pita en una mayor probabilidad de conflicto. En todo caso, es importante señalar que
ese efecto negativo se puede aminorar de forma significativa en presencia de institucio-
nes efectivas de resolución de conflictos y sistemas políticos participativos que fomen-
ten la inclusión. De hecho, el efecto negativo de la educación sobre la probabilidad de
conflicto que se obtiene en gran parte de la literatura (por ejemplo en Collier, Hoeffler
y Sambanis, 2005) se puede interpretar tanto en términos de mayor coste de oportuni-
dad de la guerra cuanta más educación tiene la población, como en términos de la edu-
cación como mecanismo de crear identidades comunes por encima de las étnicas y so-
cialización en términos de nación y no de etnia.

A modo de conclusión podemos decir que el análisis de la relación entre fragmenta-
ción étnica y riesgo de guerra civil, al igual que ocurriera con la desigualdad, refleja la
dificultad de obtener resultados claros en lo que se refiere a un tema con múltiples ver-
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tientes y difícil de contrastar. A las dificultades de definir qué es una etnia, se le suman
las dificultades de trasladar dicha definición a un índice cuya relación con otras varia-
bles (como la guerra civil) sea susceptible de contrastación, en un contexto de fuerte au-
tocorrelación entre fragmentación étnica y otras variables como tipo de terreno o creci-
miento económico, con efecto sobre la tasa de ignición de conflictos. No es de extrañar
que los resultados cambien al ritmo que lo hacen las bases de datos utilizadas, los indi-
cadores de fragmentación y las especificaciones de los modelos. En todo caso, sabemos
que la diferencia étnica, sea o no causa de guerras civiles, se utiliza como un elemento
de movilización una vez desatadas éstas.

4.4. Recursos naturales y guerra civil

El penúltimo factor a considerar en este repaso de las causas económicas de los con-
flictos civiles es la existencia de recursos naturales como incentivo a la rebelión. Desde
un punto de vista teórico esta variable afectaría positivamente a la probabilidad de con-
flicto por tres vías complementarias: por un lado, permitiendo a los rebeldes financiarse
durante el conflicto (el caso de UNITA en Angola y el comercio de diamantes), por
otro, haciendo más atractiva la rebelión, ya que de triunfar se tendría acceso a una fuen-
te de recursos fácilmente explotable por los vencedores. Estos dos mecanismos explica-
rían que para el análisis económico, donde la avaricia y el análisis coste-beneficio son el
factor determinante del comportamiento humano, esta variable sea considerada como
determinante a la hora de explicar el estallido de las guerras civiles. La tercera vía de co-
nexión estaría relacionada con la menor presencia de las instituciones gubernamentales
en las zonas remotas de aquellos países que basan su viabilidad económica en la explo-
tación de recursos naturales, ya sean minerales o petróleo, normalmente concentrados
en zonas concretas del país. El acceso a una fuente segura y abundante de ingresos con-
duciría según esta hipótesis a una menor implantación administrativa en las zonas eco-
nómicamente menos útiles para el gobierno y facilitaría la rebelión.

En un primer momento (Collier y Hoeffler, 1998), los resultados obtenidos parecían
confirmar la relación entre ambas variables (aunque sin entrar a analizar el mecanismo
concreto de transmisión): «el aumento de la dependencia de las exportaciones de recur-
sos naturales aumenta el riesgo de conflicto, al menos hasta superar el nivel del 27% del
PIB» (pág. 568). Con el paso del tiempo, los autores ampliaron el punto de inflexión de
la relación cuadrática, hasta el 35% (Collier y Hoeffler, 2002b), y plantearon algunas
dudas sobre el mantenimiento del peso de los recursos naturales como causa de los con-
flictos civiles en las guerras de secesión (Collier et al., 2003) al señalar que si bien la
existencia de recursos naturales en muchos conflictos de secesión hace que no se pueda
descartar el motivo de acceso a los mismos como factor desencadenante del conflicto,
«no parece que ésta sea una fuerza tan poderosa como los economistas habían asumi-
do» (pág. 64). En todo caso, tanto en Collier, Hoeffler y Sambanis (2005) como en Co-
llier, Hoeffler y Rohn (2006), estos autores se reafirman en el peso que las exportacio-
nes de bienes primarios con respecto al PIB, XBP/PIB (la manera de hacer contrastable
la hipótesis) tienen sobre la probabilidad de desencadenamiento de una guerra civil, en
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ambos casos positiva aunque en una formulación cuadrática de forma que la misma ten-
dría el perfil de una U invertida, con un máximo de riesgo de conflicto para un valor de
XBP/PIB del 32% (Collier, Hoeffler y Sambanis 2005, pág. 9).

En contraste, Fearon (2005) critica la falta de robustez de los resultados alcanzados
por estos autores, en la medida en que pequeños cambios en la muestra o en los meca-
nismos de solucionar el problema de datos ausentes alteran los resultados obtenidos.
En su opinión tal relación existe tan sólo para los países productores de petróleo (y en
la medida en que el petróleo forma parte de las exportaciones de bienes primarios se re-
fleja en esta variable) y se explicaría no por su efecto sobre la capacidad de alzarse en ar-
mas de los grupos rebeldes, sino por la paradójica baja capacidad estatal que presentan
estos países (la explicación más favorecida desde la ciencia política).

El papel atribuido a la dependencia de la explotación de recursos naturales en el desen-
cadenamiento y mantenimiento de conflictos civiles de distinta intensidad ha generado
toda una serie de trabajos que exploran las características de esa relación, diferenciando en-
tre tipos de recursos naturales y profundizando en los mecanismos de transmisión. Un
ejemplo de este tipo de enfoque es el trabajo de Ross (2002) en donde, a partir del estudio
de 15 casos de países con recursos naturales y conflictos civiles, obtiene las siguientes con-
clusiones: (1) los recursos naturales tienen efectos muy distintos según el tipo de conflicto
y la naturaleza del recurso, (2) los recursos fácilmente expoliables (susceptibles de explota-
ción sin maquinaria pesada y trabajo cualificado, como la minería de diamantes de aluvión
o las drogas)  se asocian a la activación de conflictos no separatistas, mientras que los recur-
sos no expoliables –como el petróleo o la explotación de minerales en profundidad– están
asociados a conflictos separatistas, (3) los recursos no expoliables tienden a favorecer al
Gobierno, ofreciéndole una fuente segura de ingresos, (4) una vez activados, los conflictos
relacionados con la existencia de recursos naturales expoliables suelen ser más difíciles de
solucionar, mientras que la existencia de recursos no expoliables suele acortar los conflic-
tos, al aumentar el poder militar del lado de la facción que los controle, normalmente el
Gobierno. Esta última conclusión es cuestionada por Humphreys (2005), quien defiende
que las guerras en las que hay implicadas la explotación de recursos naturales son más cor-
tas (independientemente del tipo de éstos) y tienden a terminar con una clara victoria mili-
tar por parte de uno de los contendientes. Asimismo Humphreys defiende que la activa-
ción de un conflicto depende más de la importancia que la explotación de los recursos na-
turales haya tenido en el pasado que de su importancia futura potencial, lo que interpreta
en términos de un respaldo parcial a la hipótesis de estado débilmente implantado.

En esta misma línea Le Billon (2001) distingue entre recursos próximos a la capital, y
por lo tanto fáciles de controlar por el Gobierno y el aparato estatal, recursos distantes de
ésta y al alcance de los grupos rebeldes potenciales, recursos altamente concentrados en
un lugar y recursos dispersos y por zonas geográficas extensas, dando lugar a cuatro cate-
gorías de recursos donde los concentrados y cercanos a la capital incentivarían los golpes
de Estado; los concentrados y lejanos de la capital, las guerras separatistas; los difusos y
cercanos a la capital, las rebeliones y revueltas; y los lejanos y dispersos, la creación de
feudos de señores de la guerra (warlordism).
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En conjunto, asistimos a una segunda generación (Ron, 2005) de trabajos sobre la
relación entre recursos naturales y conflicto, que da mayor importancia al efecto de los
mismos sobre las características de los Estados que se benefician de su explotación (hi-
pótesis del Estado débil), diferenciando entre el tipo de recurso natural y el tipo de con-
flicto. En algunos casos, el análisis se lleva al estudio del efecto sobre los propios
movimientos rebeldes, como en el caso del trabajo de Weinstein (2005), para quien los movi-
mientos rebeldes que se financian a través de la explotación de recursos naturales tam-
bién pueden sufrir de la maldición de los recursos al atraer a sus filas soldados poco
motivados por los objetivos últimos de la rebelión y, por lo tanto, poco fiables en situa-
ciones difíciles.

Centrada en el análisis de los recursos naturales de exportación, la literatura ha tratado
con menos detalle el peso de la sobreexplotación de recursos y el aumento de la presión so-
bre los recursos naturales en la activación de conflictos ya sean intraestatales (como la vio-
lencia entre ganaderos y agricultores) o interestatales. Robert Kaplan (1994) señala que
«África occidental se está convirtiendo en el símbolo de presión demográfica, medioam-
biental y social, con implicaciones potenciales futuras en términos de anarquía y desapari-
ción de estados nacionales» (pág. 46); otros autores, como Homer-Dixon (1994), argumen-
tan que el aumento de presión sobre el medio ambiente derivado del incremento de pobla-
ción puede provocar un aumento de la violencia (especialmente en países menos desarro-
llados con actividades productivas más dependientes de los recursos naturales): «nuestro
trabajo muestra que la escasez de recursos ya está contribuyendo a la aparición de conflic-
tos violentos en muchas partes del Mundo en desarrollo. Probablemente estos conflictos
son señales tempranas de un aumento de la violencia inducida o agravada por la escasez en
las próximas décadas. Normalmente la violencia será sub-nacional, persistente y difusa»
(pág. 5). Este planteamiento neomalthusiano es contrastado por Urdal (2005) para una
muestra amplia de países durante el período 1950-2000, rechazándose todas las hipótesis
planteadas, esto es, ni la tasa de crecimiento de la población, ni la tasa de densidad –con
respecto a la tierra de uso agrícola potencial–, ni su efecto combinado, ni el crecimiento de
la población urbana, están asociados de forma robusta con un aumento de los conflictos
armados. Sólo para la década de los setenta el efecto de la interacción entre crecimiento de
la población y escasez de tierras sobre los conflictos armados es positivo y estadísticamen-
te significativo, lo que explicaría la primera ola de escritos neomalthusianos acontecida tras
la primera crisis del petróleo, pero no la segunda ola producida tras el fin de la guerra fría.
Otros trabajos, como el de De Soysa (2002), confirman esos resultados al indicar la ausen-
cia de relación entre escasez de recursos renovables y conflicto. Una posible explicación de
esta dinámica sería, en línea con la hipótesis de E. Boserup (1910-1999) (1965), que el au-
mento de la presión sobre los recursos naturales incentivaría la puesta en marcha de estra-
tegias de supervivencia y cambio técnico donde éstos tuvieran una menor importancia.
Más aún, como planteaba Julian Simon (1932-98), el máximo crítico de las visiones neo-
malthusianas, en un artículo con el inquietante título de «Lebensraum» (el espacio vital de
la ideología nazi), la presión de la población sobre el medio puede activar el desarrollo de
nuevas formas de producción que deriven en un aumento del crecimiento basado en recur-
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sos alternativos y que, en última instancia, genere un aumento de la disponibilidad efectiva
de los recursos otrora escasos (Simon, 1989). Como cautela señalar que esta posición opti-
mista se fundamenta en la existencia de plena sustituibilidad entre factores, y que en ausen-
cia de ésta podrían muy bien alcanzarse situaciones donde el recurso al cambio tecnológico
no sirviera para solventar la escasez y por lo tanto el conflicto potencial. 

4.5. Otros factores: población, geografía, sistema político

Junto con los factores tratados más arriba existen otros elementos, de naturaleza de-
mográfica o geográfica, que pueden afectar a la facilidad o dificultad con la que un Go-
bierno puede hacer frente a una rebelión, o un grupo rebelde enfrentarse al poder esta-
tal. La morfología y naturaleza de la geografía del país es uno de esos elementos: países
montañosos (como lo son partes de Afganistán)32 o de bosques densos (como los bos-
ques húmedos tropicales) proporcionan lugares seguros a los combatientes rebeldes y
por lo tanto pueden contribuir al estallido de los conflictos armados y a su alargamien-
to en el tiempo. Por otro lado, territorios amplios con una baja densidad de población
pueden dificultar la acción de gobierno (incluyendo la acción militar). Herbs (2000) ha-
bla de países con geografías complejas que hacen difícil la consolidación del poder esta-
tal, refiriéndose a países de gran extensión, con zonas de gran densidad de población,
no contiguas y en muchos casos ni siquiera cercanas unas de otras: «Población disemi-
nada en un estado grande supone automáticamente un reto físico a la extensión de la
autoridad estatal sobre un porcentaje elevado de la población» (pág. 146). El ejemplo
paradigmático de este tipo de países con una geografía adversa para la consolidación del
poder estatal sería la República Democrática del Congo. Con 2,2 millones de kilóme-
tros cuadrados (el segundo país africano en extensión tras Sudán con 2,3), una gran
concentración de población alrededor de Kinshasa, y otra serie de grandes núcleos de
población muy distantes de la capital (uno de ellos a más de 1.300 kilómetros), dejando
entre medias extensas zonas prácticamente vacías33. Estas características no sólo supo-
nen un reto para el ejercicio efectivo del poder estatal, sino que han dado lugar a un
fuerte grado de diversidad etnolingüística, con sus potenciales efectos negativos sobre
el grado de conflictividad social.

El tamaño de la población es otra variable a tener en cuenta a la hora de estudiar la
probabilidad de conflicto. La primera razón para ello obedece al hecho de que el límite
de bajas incorporado para considerar un conflicto bélico como guerra civil (mil) será
más fácil de alcanzar en países grandes que pequeños. Pero más allá de esta razón, es ra-
zonable pensar que el reclutamiento será más fácil para los rebeldes, en presencia de po-
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Según los resultados alcanzados por Fearon y Laitlin (2002), un país con la mitad de su territorio montañoso tie-

ne una probabilidad de sufrir un conflicto civil a lo largo de una década el doble que otro, a todas luces igual,

pero sin montañas (pág. 24).
33

En la lista de naciones africanas con geografía adversa para la consolidación del poder estatal están: Angola, R.

D. Congo, Etiopía, Mozambique, Namibia, Nigeria, Senegal, Somalia, Sudán y Tanzania.  Nótese cómo todos los

países, excepto Namibia, han sufrido contiendas civiles, mientras que Namibia ha sufrido una guerra de libera-

ción, protagonizada por el South West African People’s Organisation, SWAPO.



blaciones elevadas. Una población numerosa también puede aumentar la presión sobre
los recursos naturales generando ocasiones para el conflicto. Otro elemento demográfi-
co a considerar, aunque de distinta naturaleza, es la existencia de diáspora, o un volu-
men importante de población en el exterior, que puede actuar como fuente importante
de financiación de los movimientos rebeldes: en el ámbito europeo son conocidas las
campañas de «fundraising» que periódicamente realizaba el Sinn Fein entre la pobla-
ción de origen irlandés asentada en EEUU34. Entre el 80 y 90% de la financiación del
LTTE (Liberation Tigres of Tamil Elan), el grupo separatista que desde 1983 protagoni-
za una guerra en el norte y noreste de Sri Lanka, proviene del exterior, tanto de aporta-
ciones, no siempre voluntarias, de la diáspora tamil (en 2001 se estimaba que una cuarta
parte de la población total tamil de Sri Lanka vivía en el exterior), como de inversiones
y empresas (Human Right Watch, 2006). En la medida en que el bajo nivel de renta y la
falta de perspectivas económicas contribuyan a la diáspora, tendríamos una nueva vía
de conexión entre bajo crecimiento y riesgo de conflicto. 

El último elemento a considerar es de qué forma el tipo de organización política im-
perante puede contribuir en la activación o neutralización de conflicto. ¿Están las de-
mocracias mejor preparadas para neutralizar las tensiones que pueden derivar en en-
frentamientos civiles? ¿O acaso los Gobiernos totalitarios, con su potencialmente ma-
yor capacidad de control de la población, y menores restricciones legales, están mejor
preparados para neutralizar rebeliones? En la medida en que los sistemas democráticos
tienen establecidos canales de participación de los individuos y grupos en las institucio-
nes de gobierno, en principio tendría sentido pensar que las democracias son mejores
sistemas de resolución de conflictos que las autocracias, y por lo tanto menos proclives
al conflicto civil violento. En lo que a esto respecta, los resultados también son diver-
gentes. Por ejemplo, de acuerdo con Fearon y Laitlin (2002), cuando se controla por ni-
vel de renta las guerras civiles no son menos frecuentes en democracias que en países
con otro tipo de sistema político. Mientras, Collier, Hoefler y Sambanis (2005) obtie-
nen que la democracia es una variable significativa con un peso negativo sobre la proba-
bilidad de guerra civil.

Otros autores (por ejemplo, Reynal-Querol, 2002 o Mueller y Weede, 1990)  han in-
vestigado la posibilidad de que la relación entre tipo de régimen político y probabilidad
de guerra civil sea de tipo U invertida, de forma que tanto los regímenes autoritarios
como las democracias maduras y plenamente desarrolladas tengan menor riesgo de
conflicto civil, los primeros por su mayor capacidad represiva y los últimos por sus me-
jores sistemas de resolución de conflictos. Para Reynal-Querol, 2005, la democracia no
sería suficiente para frenar los conflicto civiles, siendo central el grado de «inclusión»
del sistema político (definida como las características de este que evitan la exclusión de
ciudadanos del mismo). De acuerdo con el análisis de la autora, los sistemas de repre-
sentación proporcional generarían un alto nivel de inclusión mientras que en el extremo
opuesto estarían los sistemas mayoritarios y presidencialistas.
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En todo caso, de acuerdo con Lacina (2006), el grado de democracia influye de ma-
nera significativa (más que el nivel de desarrollo económico o el poder militar) en la in-
tensidad –medida según el número de bajas en combate– de las guerras civiles.

5. Recapitulación y conclusiones
Como se puede apreciar del análisis desarrollado hasta el momento, la economía política

de las guerras civiles es una materia en proceso de construcción, de forma que al día de hoy
no se dispone de un cuerpo teórico definitivo sobre los determinantes de los conflictos civi-
les. De hecho, el avance de nuestro conocimiento sobre la materia no ha hecho sino arrojar
dudas sobre las certidumbres que en el pasado se tenían al respecto. A pesar de ello, y a
modo de resumen, se puede decir que un contexto económico de estancamiento o recesión
económica, el fracaso del Estado en el cumplimiento de sus funciones, la utilización patri-
monialista de sus recursos y la existencia de fuentes fácilmente apropiables de rentas, apare-
cen como factores importantes a la hora de determinar el riesgo de estallido de guerra civil y
su duración. Por contra, la diversidad etnolingüística y la desigualdad aparecen con menor
peso como factores de activación del conflicto, aunque el grado de desigualdad afectaría po-
sitivamente al alargamiento del mismo. Por otra parte en la medida en que una mayor desi-
gualdad y diversidad etnolingüística afecte negativamente al crecimiento económico, ambas
variables, indirectamente, contribuirían al aumento del riesgo de guerra civil. También hay
razones para pensar que son las desigualdades horizontales, entre grupos o zonas geográfi-
cas, y no verticales –entre individuos– las que estarían detrás de la activación de conflictos
civiles. Junto a estas variables se confirma la importancia de otras de tipo «tecnológico»,
como la geografía o la distribución de población, tanto espacialmente, como por edades. Pa-
rece así que en esa pugna por desentrañar si son los factores asociados al oportunismo –gre-
ed– o a los agravios –grivance– los que están detrás del estallido de las guerras civiles, la po-
sición dominante, al menos desde la Economía, es que son las oportunidades de obtener ga-
nancias de los conflictos las que explicarían de forma preferente su estallido. En todo caso,
como señaló John Garang (1945-2005), el líder del Sudan People’s Liberation Army, las va-
riables interactúan entre sí, de forma que al final es complejo saber cuál es la causa prima:

El peso del abandono y la opresión de los sucesivos gobiernos de ca-
marilla de Jartum tradicionalmente se ha dejado sentir más en el sur que
en otras partes del país. Bajo estas circunstancias, el coste marginal de una
rebelión en el sur se hizo muy pequeño, cero o negativo; esto es, en el sur
merece la pena rebelarse (Biong Deng, 2005).

En esta misma línea de remarcar las relaciones entre el interés personal y los agra-
vios pasados y presentes como fuente de conflicto armado, Korf (2005) documenta con
detalle para el caso de Sri Lanka cómo ambas causas se refuerzan: 

Una vez se desata la guerra –por cualquier causa–, la economía política de
la guerra conduce a una lógica de clientelismo a lo largo de la línea que sepa-
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ra los «amigos» de los «enemigos». Estas líneas divisorias se refuerzan diaria-
mente en las redes políticas de supervivencia [...] Estos agravios contribuyen
a aumentar la motivación de la gente a luchar por la «justicia» (pág. 201).

Aunque sin declararlo abiertamente, parece que la literatura sobre guerra y Econo-
mía ha asumido las interrelaciones entre las dos visiones de los elementos económicos
explicativos de las guerras civiles y está pasando de contrastar la capacidad explicativa de
una y otra visión, en una especie de pugna entre visiones, a estudiar otros aspectos como
la importancia de la propia viabilidad de la contienda como elemento explicativo de su
existencia. Ésa, al menos, es la propuesta de Collier, Hoefler y Rohner (2006) y su hipó-
tesis de la viabilidad: «allí donde una guerra civil sea viable, tendrá lugar sin importar la
motivación» (pág. 19). De esta forma, la causa (la avaricia frente al agravio) quedaría en
un segundo plano con respecto a la viabilidad del conflicto en sí. En el que es el último
trabajo de estos autores, se incorporan dos nuevas variables explicativas de la probabili-
dad de conflicto: haber sido colonia francesa y el porcentaje de población masculina en-
tre 15- 29 años. La primera variable, que está asociada con un menor riesgo de conflicto,
se podría interpretar bien en términos de un legado cultural y administrativo francés di-
ferencial, que haría a estos países menos propicios a las confrontaciones violentas, o al-
ternativamente responder al hecho de que la permanencia militar francesa en sus colo-
nias actúe como elemento desincentivador de las guerras civiles35. La segunda variable se
explicaría por el hecho de que, como ocurre con la delincuencia (Boyd, 2000), la mayor
parte de los combatientes son jóvenes, por lo que cuanto mayor sea el porcentaje de la
población en este grupo de edad, mayor será la oferta potencial de reclutas (especialmen-
te en un contexto de pocas alternativas). Estas variables, a diferencias de otras –como el
nivel de renta– que pueden ser interpretadas de distinta manera, tienen una clara inter-
pretación en términos de viabilidad: la presencia de tropas extranjeras interesadas en la
estabilidad del país hacen la rebelión menos viable, mientras que un alto porcentaje de
jóvenes la harían más viable. Este resultado tiene implicaciones importantes en términos
de política para la paz: si se quiere evitar la guerra hay que hacerla más costosa.

El estudio de las guerras civiles y sus determinantes económicos realizado en la últi-
ma década también ha llamado la atención sobre el hecho de que no todas las guerras son
iguales (Sambanis, 2001 o Regan y Norton, 2005), por lo que muy posiblemente las mis-
mas variables puedan tener efectos positivos, negativos o nulos sobre la probabilidad de
activación de un conflicto civil según el tipo de contienda. De ahí la importancia que tie-
ne complementar los análisis econométricos con estudios de casos que, además, sirvan
para desentrañar cuáles son los mecanismos de transmisión entre las variables explicati-
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Francia mantiene bases militares permanentes en Chad, Costa de Marfil, Djibouti, Gabón y Senegal. Francia

desplegó fuerzas adicionales en Costa de Marfil, en 2002, y en la República Central Africana, en 2003, para ha-

cer frente a crisis en ambos países. En conjunción con la UE ha liderado misiones en la República Democrática

del Congo en 2003. En 2004 desplegó fuerzas de apoyo humanitario y de control en la frontera de Chad con

Darfur (Sudán). También ha participado en operaciones internacionales en Burundi, Etiopía/Eritrea y Liberia

(U.S. Department of State. Bureau of European and Eurasian Affaire. Octubre 2006).



vas y la activación del conflicto y los modos en los que estas variables interactúan entre
sí. Los estudios de casos también sirven para contrastar la validez de las variables utiliza-
das para recoger fenómenos no directamente o difícilmente observables, y para detectar
posibles variables ausentes. En lo que a esto respecta, la línea marcada por Collier y
Sambanis (2005), con un fuerte peso de los estudios de caso articulados alrededor de la
alternativa avaricia-agravios, se nos presenta como una forma muy recomendable de
profundizar en el conocimiento de la economía política de las guerras civiles.

Por último, el estudio de las guerras civiles probablemente se pueda beneficiar de su
inserción en una perspectiva más amplia de violencia de bajo nivel y violencia política que
con el tiempo pueda generar las condiciones necesarias para su agravamiento. La necesi-
dad de discriminar cuándo existe una guerra para realizar los análisis estadísticos perti-
nentes obliga a trabajar en un mundo binario, en donde o hay guerra civil o no la hay,
pero su ausencia (en términos de no cumplimiento de los requisitos utilizados para consi-
derar una situación de violencia como guerra civil) no significa que haya paz. Es posible
que ello, por necesario que sea, también suponga una limitación en nuestra comprensión
de la naturaleza de los conflictos civiles y la relación entre distintas formas de violencia. 

En términos de política económica los resultados alcanzados permiten indicar las si-
guientes posibles líneas de actuación para desactivar conflictos o hacer éstos menos viables:

1) La política de desarrollo aparece como una política de prevención de conflictos, en
la medida en que aumenta el coste de oportunidad de comenzar un conflicto a la vez
que aumenta el coste de su alargamiento en el tiempo, lo que debería incentivar y fa-
cilitar el logro de acuerdos entre las partes implicadas.

2) Lo anterior es especialmente cierto si el proceso de desarrollo es compartido por todos
los grupos sociales y étnicos, no dando lugar por lo tanto a expectativas frustradas.

3) Es necesario potenciar la creación de instituciones operativas de resolución de con-
flictos (ofrecer otras alternativas a la violencia), entre ellas la propia profundización
de la democracia en favor de una democracia más participativa que potencie los ca-
nales de representación.

4) Puesta en marcha de mecanismos de control del comercio de recursos naturales que
dificulte su utilización como sistema de financiación de conflictos. El llamado «Pro-
ceso Kimberley» de certificación de diamantes sería un ejemplo del tipo de mecanis-
mos a activar con esta finalidad36.
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El Sistema de Proceso de Certificación Kimberley (KPCS en su acrónimo inglés) es un sistema de certificación

puesto en marcha por Gobiernos, la sociedad civil y el sector del diamante en enero de 2003 con la finalidad de

impedir que los beneficios del comercio ilegal de esta piedra preciosa acaben financiando conflictos y violacio-

nes de Derechos Humanos. El sistema exige a los Gobiernos que pongan en marcha un mecanismo de control

de importaciones y exportaciones y un sistema de «trazabilidad» de los diamantes desde su extracción hasta su

pulido. Los miembros signatarios prohíben la entrada en sus países de diamantes en bruto sin la certificación

correspondiente. Para una evaluación del funcionamiento del sistema véase Global Witness (2006).



5) Control del comercio de armas ligeras como mecanismo de encarecer los conflictos civiles.

6) El encarecimiento de la opción violenta también se puede conseguir mediante la
amenaza de intervención exterior pacificadora (ONU, por ejemplo), siempre que
ésta sea creíble. Aunque la información disponible señala que las intervenciones ex-
ternas sólo acortan la duración de los conflictos cuando ésta se produce del lado de
los rebeldes (Collier, Hoeffler y Södebom, 2004), en la medida en que una interven-
ción del lado de las fuerzas gubernamentales puede conducir al refugio de los rebel-
des en zonas seguras (dentro o fuera de las fronteras) y al estancamiento del conflic-
to, existen evidencias recientes, como la decidida intervención de las fuerzas del Rei-
no Unido en Sierra Leona en 2000 y su presión para sacar adelante un proceso de
paz, que apuntan a la posibilidad de que algo esté cambiando. En esta línea, de
acuerdo con el Human Security Report 2005, detrás de la reducción en el número de
conflictos activos se encontraría, junto con otros factores (entre ellos la desaparición
de las guerras por delegación típicas de la Guerra Fría) el aumento de capacidad de
actuación de las Naciones Unidas, liberadas de las limitaciones que la propia Guerra
Fría imponía a su funcionamiento37. Entre 1990 y 2002 la ONU ha multiplicado por
seis el número de misiones diplomáticas preventivas dirigidas a frenar la guerra an-
tes de que empiece, ha multiplicado por once el número de sanciones económicas
(entre 1989 y 2001) y ha multiplicado por cuatro el número de misiones de paz (en-
tre 1987 y 1999), aumentando asimismo su dimensión y complejidad.

7) Si consideramos que una de las competencias centrales del Estado es la provisión de se-
guridad como un bien público, es tautológico señalar que la presencia cotidiana  de vio-
lencia de distinta intensidad en muchos países del África subsahariana no estaría sino
reflejando el hundimiento del Estado, ya sea por incapacidad para desarrollar sus fun-
ciones, ya por haber sido «privatizado» de facto, en el sentido de que sus recursos se
utilizan a favor de unos determinados grupos de población que lo habrían capturado
en su beneficio. Por esta vía también el fortalecimiento de las instituciones públicas y
de su capacidad de provisión de bienes públicos (entre ellos seguridad) se convierte en
una herramienta central de la estrategia de lucha contra los conflictos civiles.
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